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EN LO PRINCIPAL: FORMULA DESCARGOS Y OBSERVACIONES A RECLAMO QUE INDICA; 
PRIMER OTROSÍ: PETICIÓN QUE INDICA; SEGUNDO OTROSI: SE TENGA PRESENTE; 
TERCER OTROSÍ: ACOMPAÑA DOCUMENTOS; CUARTO OTROSÍ: ACREDITA PERSONERÍA. 

 

H. CONSEJO DIRECTIVO 

CONSEJO PARA LA TRANSPARENCIA 

JUAN APABLAZA GALLARDO, Subdirector de Asuntos Corporativos del Servicio de Impuestos 
Internos, domiciliado para estos efectos en calle Teatinos N° 120, Piso 5, comuna y ciudad de 
Santiago, en autos sobre procedimiento administrativo de amparo del derecho de acceso a la 
información, deducido por don Ángel Fantuzi Guiloff, en representación de Sunedison Chile 
Construction Spa, tramitado bajo el Rol C7322-23, a ustedes con respeto digo: 

Que dentro del plazo que me confiere la ley y en consideración al Oficio N° E18731, de 24.08.2023, 
de la Jefa de Unidad de Análisis de Admisibilidad y Sarc del Consejo para la Transparencia (en 
adelante el “Consejo” o “CPLT”), notificado a esta parte en fecha 24.08.2023, según consta en correo 
electrónico remitido a la Oficina de Partes de este Servicio, vengo en formular los descargos y 
observaciones al amparo deducido, en virtud de los fundamentos que a continuación paso a exponer: 
  
1. ANTECEDENTES.  

a)  Solicitud de información y respuesta de este Servicio. 

Por presentación efectuada con fecha 11.05.2023, solicitud de información Folio                               
N° AE006W50024714, el recurrente interpuso una solicitud de información ante este Servicio de 
Impuesto Internos (SII), en la que expuso lo siguiente:    

 
“Se requiere documentación relativa a la solicitud de devolución de impuesto realizada por la 
sociedad sunedison chile construction spa con fecha 12/07/2016, expediente electrónico folio 
n°703632. para estos efectos del se solicita a ud. los siguientes documentos relativos al proceso de 
revisión de devolución de impuesto: - oficio n°105 de fecha 25 de mayo de 2020 enviado por la 
dirección regional santiago oriente del servicio de impuestos internos. - oficio ord n°217 de fecha 25 
de junio de 2020, enviado por la jefa de grupo de fiscalización, doña loreto acuña. - informe de 
fiscalización emitido por la fiscalizadora del servicio de impuestos internos, doña sandra pinochet. - 
memo 5/5 de fecha 29 de enero de 2018, en relación con el oficio ord. n°204 de fecha 29 de marzo 
de 2019. - correos electrónicos enviados por loreto acuña a ramón vargas caceres, jefe del 
departamento de fiscalización de la dirección regional santiago centro del servicio de impuestos 
internos, donde se remiten los antecedentes del proceso de fiscalización. - resolución pendiente de 
firma enviada por loreto acuña a ramón vargas caceres, jefe del departamento de fiscalización de la 
dirección regional santiago centro del servicio de impuestos internos.” [sic]. 
 

b)  Respuesta del Servicio de Impuestos Internos. 

A su vez, mediante Resolución Exenta Nro.: LTNot 0024714, de fecha 23.06.2023, se dio 
respuesta a la solicitud, resolviendo la ENTREGA PARCIAL DE LA INFORMACION REQUERIDA 
en relación con el requerimiento impetrado por el solicitante, en los siguientes términos: 

“(…) 4°.- Que, revisados nuestros registros institucionales, cabe informar al interesado que 
habiéndose realizado las correspondientes búsquedas en los registros institucionales, se hará  
entrega parcial de la información que actualmente esta entidad de fiscalización mantiene en sus 
registros respecto de lo consultado, dichos documentos son los siguientes:   
- Oficio ORD N° 217, de fecha 25 de junio de 2020, de la Jefa de Departamento de Fiscalización 
N°1, de la Dirección Regional Metropolitana Santiago Oriente.  
- Memo N° 5/5, de fecha 29 de enero de 2018, de la Jefa (S) del Primer Departamento de 
Fiscalización de Medianas y Grandes Empresas de la Dirección Regional Metropolitana Santiago 
Oriente.   

 
Dichos documentos, podrán ser retirado personalmente por el peticionario o por quien tenga poder 
para actuar a nombre del mismo, previa acreditación de su identidad, acompañando el respectivo 
poder o mandato vigente de representación del titular de la información requerida, que para el caso 
en particular es el contribuyente por el cual se consulta, en la Oficina de Transparencia y Acceso a 
la Información de la Subdirección de Asuntos Corporativos de este Servicio, ubicada en calle 
Teatinos N° 120, 5° piso, Santiago, o bien, en la Dirección Regional competente al domicilio del 
contribuyente, previa coordinación, para lo cual, debe enviar un correo a 
administrador_central_sasi@sii.cl o contactarse al teléfono 223951001.   
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Lo anterior, por cuanto al tratarse de información que contiene datos personales de carácter 
tributario, y del derecho de los contribuyentes a la protección de los datos personales de conformidad 
a los artículos 8 bis Nº 9 y 35, ambos del Código Tributario. Es indispensable para esta entidad de 
fiscalización acreditar personalmente que la persona que concurre a retirar la información solicitada 
sea efectivamente el titular de esta o cuente con poder o mandato vigente de representación del 
titular de la información requerida.   
            
Todo ello en virtud de lo señalado en la Instrucción general N° 10 del Consejo para la Transparencia, 
en su punto 4.3. denominado “Entrega de información que contenga datos personales”, en donde se 
establece lo siguiente: “Cuando la información requerida contenga datos de carácter personal y el 
peticionario indique ser su titular, sólo procederá la entrega presencial y quien la efectúe deberá 
verificar que la información sea retirada por quien efectivamente tenga dicha calidad o por su 
apoderado, conforme a lo dispuesto en el artículo 22 de la Ley N° 19.880. En este caso, los 
solicitantes que concurran al respectivo órgano público a retirar la información requerida deberán 
acreditar su identidad mediante la exhibición de la cédula expedida por el Servicio de Registro Civil 
e Identificación, y quienes actúen como sus apoderados, deberán además, demostrar habérseles 
otorgado el respectivo poder, por escritura pública o instrumento privado suscrito ante notario. En 
forma excepcional, procederá la entrega por medios electrónicos cuando el titular utilice firma 
electrónica avanzada, conforme a lo dispuesto en la Ley N° 19.799”.  
  
Concordante con lo anterior, cabe tener presente el numeral 1.2 de la Instrucción General N° 10 del 
Consejo para la Transparencia, de 28.10.2011, sobre los formatos de presentación y requisitos de 
las solicitudes de acceso a la información, en lo pertinente de su letra a) señala: “Los órganos 
públicos exigirán que se acredite la representación del requirente sólo cuando el acceso se otorgue 
en virtud de la especial vinculación de éste con la información solicitada. Por ejemplo, cuando una 
empresa solicite información en la que se contengan antecedentes protegidos por el secreto 
empresarial del que es titular o cuando se soliciten datos personales de la persona representada. En 
esos casos, el poder deberá constar en escritura pública o documento privado suscrito ante notario”.  
[sic]  
  
5°.- Que, cabe precisar al interesado que respecto del Oficio N°105, de fecha 25 de mayo de 2020, 
requerido, no es posible hacer entrega del mismo, ya que no corresponde a documentos del 
contribuyente por el cual se consulta, sino que este oficio se encuentra relacionado con una guía de 
libre tránsito de otro contribuyente y tiene otra fecha de emisión, la cual es el 02/03/2020. Por lo que, 
a juicio de esta entidad de fiscalización, el contribuyente lo estaría confundiendo con el Oficio               
N° 185 de 25/05/2020, el cual fue anulado y reemplazado por el Oficio N° 217 de fecha 25/06/2020, 
con el cual se remitió finalmente el expediente del caso a la Dirección Regional Santiago Centro          
-que se hará entrega según lo indicado en el anterior considerando-.   
  
 6°.- Que, ahora bien, respecto a la solicitud de acceso referida a “….- informe de fiscalización emitido 
por la fiscalizadora del servicio de impuestos internos, doña sandra Pinochet…” y “…- resolución 
pendiente de firma enviada por loreto acuña a ramón vargas caceres, jefe del departamento de 
fiscalización de la dirección regional santiago centro del servicio de impuestos internos…”, se 
comunica que no es posible entregar la información solicitada, por cuanto, en virtud de dichos 
antecedentes se elabora y ejecuta el proceso de revisión que se mantiene aún en tramitación 
respecto del contribuyente consultado, y por ende realizar la entrega de aquellos afecta la función 
fiscalizadora, por lo cual se concluye que se configura respecto de la solicitud impetrada por el 
ocurrente la causal de denegación de entrega de información prevista en el artículo 21 N° 1 de la 
Ley N° 20.285, pues su publicidad afecta las funciones fiscalizadoras de este Órgano.   
  
7°.- Que, además, hacer la entrega de la información solicitada implicaría perjudicar la efectividad 
de las actuales labores de fiscalización a las cuales se encuentra sometido el contribuyente, en 
específico referido a la solicitud de devolución de impuesto que se indica, lo cual incide directa o 
indirectamente en la recaudación tributaria, ya que a través de dichas labores se pueden prevenir o 
detectar eventuales evasiones de impuestos e incumplimientos tributarios. De otro modo, es de 
conocimiento público que la fuente de ingresos más importante con que cuenta el Estado proviene 
de la recaudación tributaria, por lo que en definitiva cualquier situación que pueda incidir 
negativamente en la eficiencia y eficacia de la acción fiscalizadora, puede ocasionar un menor nivel 
de ingresos públicos y afectar de esa forma, los intereses económicos del país, por lo cual, 
corresponderá denegar la solicitud, además, conforme a la causal establecida en el artículo 21 N° 4 
de la Ley N° 20.285.  
  
8°.- Que, finalmente respecto a la petición de acceso referida a “….- correos electrónicos enviados 
por loreto acuña a ramón vargas caceres, jefe del departamento de fiscalización de la dirección 
regional santiago centro del servicio de impuestos internos, donde se remiten los antecedentes del 
proceso de fiscalización…”, cabe comunicar respecto a los correos electrónicos requeridos, se 
comunica que resulta imposible acceder a la entrega de dicha información, por cuanto aquella es 
reservada en conformidad a lo establecido en el artículo 21 N° 1 de la Ley Nº 20.285, el cual señala: 
“Las únicas causales de secreto o reserva en cuya virtud se podrá denegar total o parcialmente el 
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acceso a la información, son las siguientes: 1. Cuando su publicidad, comunicación o conocimiento 
afecte el debido cumplimiento de las funciones del órgano requerido (…)”.   
En el mismo sentido, es dable considerar que tales recursos les son asignados por este Servicio a 
los funcionarios para facilitar el cumplimiento de las funciones propias de sus cargos, las que se 
encuentran reguladas en los distintos procedimientos administrativos de competencia del SII. En 
éstos, se consideran los medios formales adecuados para tomar contacto por la vía regular con 
cualquiera de los servidores que deban intervenir en ellos, quienes están afectos a un régimen 
jerarquizado y disciplinado, sumado a que los actos administrativos que formalmente se emitan 
dentro de un procedimiento administrativo serán parte del mismo, conforme a lo establecido por la 
Ley N° 18.575, sobre Bases Generales de la Administración del Estado y a la Ley Nº 19.880, que 
establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la 
administración del Estado, y en este caso, los correos electrónicos que existen no son actos 
administrativos formalmente emitidos por funcionarios ni forman parte del procedimiento originado 
conforme a la “…revisión del contribuyente que se refiere a la solicitud de devolución de impuesto 
que se indica…” [sic], por la cual se consulta.   
  
Además, la divulgación de los correos electrónicos requeridos conlleva un riesgo manifiesto de 
afectación del régimen jerarquizado y disciplinado establecido en el artículo 11 de la Ley Nº 18.575 
y afectaría en forma concreta o, al menos, con altas probabilidades el debido cumplimiento de las 
funciones del Servicio de Impuestos Internos, específicamente en lo relativo a su función 
fiscalizadora, conforme al referido artículo 21 Nº 1 de la Ley de Transparencia. Lo anterior, 
considerando que específicamente lo solicitado en estos puntos se refiere a actos de comunicación 
interna y no a antecedentes contenidos en un procedimiento administrativo, y cuyo conocimiento 
podría develar comunicaciones internas entre funcionarios relativas a acciones de fiscalización en 
relación con procesos que tienen un desarrollo largo en el tiempo implicando detección de riesgos, 
monitoreo y supervisión de actos, por lo cual su divulgación a terceros afecta las funciones propias 
de este organismo, ya que su conocimiento puede facilitar el despliegue de acciones por parte de 
los contribuyentes que dificulten las acciones de fiscalización o que les permitan burlar o sustraerse 
de los efectos de las mismas, entre otras consecuencias contrarias o que dañen la función 
fiscalizadora de este Servicio, por lo que se configura la causal de denegación prevista en el artículo 
21 N° 1 de la Ley N° 20.285.  
  
9°.- Que, de igual modo, cabe señalar que este encuentra sustento en el criterio de nuestro Excmo. 
Tribunal Constitucional, tal como ha razonado en sentencia Rol Nº 6136, de fecha 21.11.2019, 
especialmente en lo referido a la expresión "comunicaciones y documentos privados" que utiliza el 
artículo 19 N° 5° de la Constitución, señaló en lo pertinente de sus considerandos 18º, 19° y 20°, lo 
siguiente:   
  
“(…) DÉCIMO OCTAVO: Que, dentro de las infracciones constitucionales planteadas en el 
requerimiento, se encuentra aquella basada en que la entrega de los correos electrónicos solicitados 
por los parlamentarios, fundada en las normas impugnadas, vulnera el artículo 19 N° 5 de la  
Constitución;   
DÉCIMO NOVENO: Que consideramos que existen dos razones para acoger dicho planteamiento. 
La primera, es que los correos son, efectivamente, una comunicación privada. Tal como lo ha dicho 
esta Magistratura, refiriéndose específicamente a los correos electrónicos, las comunicaciones 
privadas a que se refiere el artículo 19 N° 5 de la Constitución, son aquellas en que el emitente 
singulariza al o a los destinatarios de su comunicación con el evidente propósito de que sólo 
él o ellos la reciban. El precepto protege aquella forma de comunicación que dirige el emisor 
al receptor con el propósito de que únicamente él la reciba y ambos sepan su contenido; por 
tanto, se prohíbe a otras personas imponerse de éste. (…) El carácter inviolable de la 
comunicación no tiene que ver tampoco con el contenido de la misma. Se protege el mensaje, 
sea que tenga que ver con aspectos públicos o privados, sea que se refieran a aspectos 
trascendentes o intrascendentes, afecten o no la vida privada. Este derecho no se entrega en 
virtud del contenido de la comunicación; no tiene que ver con el carácter confidencial o 
privado de lo que se transmite (STC 2246/2012, 2153/2013);  VIGÉSIMO: Que los correos 
electrónicos se enmarcan perfectamente dentro de la expresión "comunicaciones y documentos 
privados" que utiliza el artículo 19 N° 5° de la Constitución. Estos son comunicaciones, que se 
transmiten por canales cerrados, no por canales abiertos, y tienen emisores y destinatarios acotados. 
Por lo mismo, hay una expectativa razonable de que están a cubierto de injerencias y del 
conocimiento de terceros. En nada obsta a lo anterior el que no sea muy dificultoso interceptarlos o 
abrirlos. Nada más simple que abrir una carta. Pero desde hace doscientos años, nuestras 
constituciones han procurado precaver esa invasión. El correo no necesita ir encriptado o con 
técnicas de cifrado para recibir la protección del artículo 19 N O 5 0 . El amparo está dado por el 
hecho de llevarse a efecto por un mecanismo técnico cerrado (STC  
2246/2012, 2153/2013)” (El destacado y subrayado es propio).  
  
10°.- Que, en el mismo sentido, la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago, en sentencia causa Rol 
193-2020, de fecha 05.01.2021, razonó en lo pertinente lo siguiente:   
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“(…) 5°. - Que las comunicaciones privadas de los funcionarios públicos de las cuentas de los 
correos de que se trata se ven amparadas por la disposición contenida en el N° 5 del artículo 19 
de la Constitución Política de la República, esto es, el derecho a la comunicación privada y, no 
constituyendo actos públicos en sí los solicitados, no es posible acceder a la pretensión del 
recurrente.” (El destacado y subrayado es propio).   
  
11°.- Que, respecto a los correos electrónicos solicitados y con relación a la afectación cierta de 
derechos y garantías legales y constitucionales de los funcionarios respecto a los cuales se solicitan 
los correos electrónicos, cabe tener presente que, existe el derecho de éstos a oponerse a la entrega 
de sus datos, documentos y antecedentes personales, consagrado en el artículo 20 de la Ley              
N° 20.285. Además, al respecto la Instrucción General N° 10 del Consejo para la Transparencia, en 
el punto “2.4 Análisis de la eventual afectación de derechos de terceros, procedimiento de 
notificación y ejercicio del derecho de oposición” en lo pertinente señala:   
“Este derecho de oposición del tercero deberá ejercerse por escrito, por cualquier medio incluyendo 
los electrónicos, dentro del plazo de 3 días hábiles contados desde la fecha de notificación, y 
requerirá expresión de causa, debiendo informarse en la comunicación respectiva de tales 
circunstancias. Se entenderá que existe expresión de causa cuando, además de la negativa, el 
tercero indica alguna razón o fundamento que justifique la afectación de un derecho, no siendo 
suficiente esgrimir la afectación de un simple interés. Deducida la referida oposición en tiempo y 
forma, el órgano requerido quedará impedido de proporcionar la documentación o antecedentes 
solicitados1 y, por tanto, no le corresponderá analizar la pertinente o calidad de la fundamentación 
de la negativa del tercero.” [sic]   
  
12°.- Que, conforme con lo anterior se dio cumplimiento al trámite de notificación ordenado por el 
artículo 20 de la Ley Nº 20.285, a resultas de lo cual los terceros afectados por la petición de acceso 
manifestaron su negativa a la entrega de la información, en tiempo y forma.   
  
13°.- Que, teniendo en cuenta las oposiciones precedentemente expuestas y sus argumentos, este 
Servicio se ve impedido de proporcionar los documentos de los funcionarios solicitados, conforme a 
lo ordenado por los artículos 20 y 21 N° 2 de la Ley N° 20.285 y el artículo 19 N° 5 de la Constitución 
Política, por lo cual, corresponde denegar en esta parte la entrega de la información requerida.   
  
14°.- Que, complementando lo antes razonado, cabe precisar que resulta imposible para este 
Servicio acceder a la entrega de la información requerida por ser reservada al tratarse de información 
resguardada por la esfera de la privacidad de las personas, conforme con lo establecido en el artículo 
21 N° 2 de la Ley de Transparencia y en el artículo 19 N° 5 de la Constitución Política de la República, 
en relación con los argumentos esgrimidos por los terceros afectados en sus oposiciones.    
  
15°.- Que, finalmente, cabe tener presente que la Contraloría General de la República ha señalado 
en sus Dictámenes N° 68.293 de 2009, N° 48.604 de 2013 y N° 43.358 de 2017, entre otros, que le 
corresponde, por su naturaleza, al propio organismo requerido calificar si los antecedentes 
solicitados caen bajo las hipótesis de reserva o secreto, por ser “un asunto que debe ponderar el 
organismo que tiene en su poder los antecedentes pertinentes”. [sic], tal como en la práctica ha 
hecho este Servicio.  
  
RESUELVO:  
  
1. HA LUGAR EN PARTE, a la solicitud efectuada, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 
5°, 10°, 13 y 15, todos de la Ley N° 20.285; conforme con lo razonado en la parte considerativa de 
la presente resolución.  
  
2. Entréguese la información requerida, la cual podrá ser retirada personalmente por el 
peticionario o por quien tenga poder para actuar a nombre del mismo, previa acreditación de su 
identidad, acompañando el respectivo poder o mandato vigente de representación del titular de la 
información requerida, en la Oficina de Transparencia y Acceso a la Información de la Subdirección 
de Asuntos Corporativos de este Servicio, ubicada en calle Teatinos N° 120, 5° piso, Santiago, o 
bien en la respectiva Dirección Regional competente al domicilio del titular dueño del inmueble, 
previa coordinación, para lo cual, debe enviar un correo a administrador_central_sasi@sii.cl o 
contactarse al teléfono 223951001.  
  
3. DENIEGUESE en lo que corresponda la solicitud de acceso a la información pública, de 
acuerdo con lo razonado en la parte considerativa de la presente resolución y a lo dispuesto en los 
artículos 5°, 10°, 20 y 21 N° 1, N° 2 y N° 4, todos de la Ley N° 20.285 en relación con el artículo 19 
N° 5 de la Constitución Política de la República.   
  
Se informa que el plazo para reclamar ante el Consejo para la Transparencia es de 15 días hábiles, 
y se cuenta desde las 00:00 horas del día siguiente a la fecha de la notificación de la presente 
resolución.   
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ANÓTESE Y COMUNÍQUESE.  
  
                                           POR ORDEN DEL DIRECTOR.” [sic] 

 
 

2. RECLAMO DEL PETICIONARIO 
 
Con fecha 12.07.2023, el solicitante antes individualizado dedujo ante el CPLT, el reclamo de amparo 
de acceso a la información pública en comento, según expresa en su amparo: 

 
“EN LO PRINCIPAL: Reclamo de ilegalidad en contra de la resolución que indica. PRIMER 
OTROSÍ: Acompaña documentos. SEGUNDO OTROSÍ: Delega poder.  

  
SEÑORES CONSEJO PARA LA TRANSPARENCIA  
 
ÁNGEL FANTUZZI GUILOFF, abogado, cédula nacional de identidad  en 
representación según se acreditara de, SUNEDISON CHILE CONSTRUCTION SPA, (en adelante, 
también “Sunedison” o la “Sociedad”) sociedad del giro de generación eléctrica, RUT N°76.263.084-
2, ambos domiciliados para estos efectos en  a UD. 
Respetuosamente digo:  
 
Con fecha 23 de junio de 2023, mi representada fue notificada por medio de correo electrónico de la 
Resolución EX. N°LTNot0024714 (en adelante, también la “Resolución”), emitida con misma fecha 
por orden del Director del Servicio de Impuestos Internos, mediante la cual se me denegó el acceso 
a información de carácter pública, según fue solicitada con fecha 11 de mayo de 2023, por medio 
del Formulario Único de Ingreso de Solicitud de Información, Folio N° AE006W50024714.  
Encontrándome dentro de plazo legal y de conformidad a lo dispuesto en el artículo 24 y siguientes 
de la Ley N°20.285 Sobre Acceso a la Información Pública, vengo en interponer reclamo de ilegalidad 
por denegación parcial de acceso a la información en contra de la Resolución EX. LTNot0024714, 
solicitando expresamente dar curso al mismo, acogerlo en cada una de sus partes, procediendo a 
dejar sin efecto la referida actuación administrativa en aquella parte que deniega el acceso de la 
información solicitada por la Sociedad, y como consecuencia de ello, se declare que mi representada 
tiene derecho a acceder a la totalidad de la información solicitada, de acuerdo a los fundamentos de 
hecho y derecho que a continuación se exponen.  
  
 I.  ANTECEDENTES DEL PRESENTE RECLAMO  

1. Según se desprende la copia del Formulario Único de Ingreso de Solicitud de 
información, con fecha 11 de mayo de 2023, la Sociedad realizó una presentación mediante 
el sitio web de transparencia del Servicio de Impuestos Internos, solicitando la información 
relacionada con el estado y tramitación de la petición administrativa, Formulario 2117, Folio 
N°77316083982, presentada con fecha 12 de julio de 2016, mediante la cual se solicitó la 
devolución de Impuesto a las Ventas y Servicios pagados en exceso, información que se 
encuentra en manos del Servicio de Impuestos Internos (en adelante, también “SII” o 
”Servicio).  
2. Por medio de la solicitud de acceso a la información antes mencionada, Sunedison 
Chile Construction SpA., solicitó la siguiente documentación relativa a la petición 
administrativa, Formulario 2117, Folio N°77316083982:  

- Oficio N°105 de fecha 25 de mayo de 2020.  
- Oficio Ordinario N°217 de fecha 25 de junio de 2020.  
- Informe de fiscalización respectivo emitido por la Fiscalizadora, doña Sandra  

Pinochet.   
- Memo N°5/5 de fecha 29 de enero de 2018, en relación con el Oficio Ord. N°204.  
- Correos electrónicos enviados por doña Loreto Acuña a Ramón Vargas Cáceres, 
donde se remiten los antecedentes del proceso de fiscalización del que es parte la 
Sociedad.  
- Resolución posterior a la auditoría realizada pendiente de firma, enviada por la  

XV Dirección Regional Metropolitana Santiago Oriente a la XIII Dirección Regional Metropolitana 
Santiago Centro.   

3. Respecto de esta solicitud, el Servicio de Impuestos Internos con fecha 23 de junio 
de 2023, emitió y notificó la Resolución EX. LTNot0024714, por medio de la cual acogió en 
parte la solicitud de acceso a la información, ordenando únicamente la entrega del Oficio 
Ord N°217, de fecha 25 de junio de 2020 y, el Memo N°5/5, de fecha 29 de enero de 2018.  
4. En cuanto al Oficio N°105 de fecha 25 de mayo de 2020, el Servicio de Impuestos 
Internos resolvió denegar la información, por tratarse en definitiva del oficio N°185 de la 
misma fecha, el cual a su vez fue anulado y reemplazado por el Oficio N°217, el cual fue 
autorizado para su entrega a la Sociedad, por lo que no se efectuará reclamo alguno 
respecto de la negativa de entregar dicho documento.   
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5. Respecto del informe de fiscalización emitido por la Fiscalizadora, doña Sandra 
Pinochet y la Resolución emitida posterior a la auditoria y pendiente de firma, el SII denegó 
la entrega de la mencionada información.   
6. En relación con los correos electrónicos solicitados, el Servicio de Impuestos 
Internos también se negó a realizar la entrega de esa información, argumentando sin 
fundamentos que esa información se enmarca en las excepciones establecidas en el artículo 
21 de la Ley N°20.285 sobre Acceso a la Información Pública.  
7. Considerando lo antes expuesto, a continuación se expondrán las razones tanto de 
hecho como de derecho que ameritan dejar sin efecto la Resolución, y como consecuencia 
de ello, acceder a la entrega total de la documentación solicitada, en específico el informe 
de fiscalización, la resolución pendiente de firma y los correos electrónicos relacionados con 
el proceso de fiscalización que si inició a propósito de la solicitud de devolución de impuestos 
pagados indebidamente o en exceso presentada por mi representada.  

  
 II.  FUNDAMENTOS DE HECHO Y DE DERECHO DEL PRESENTE  
RECLAMO.  
 
1. Informe de fiscalización y Resolución emitida con posterioridad a la auditoría pendiente de 
firma.  
Esta información fue negada a mi representada, atendido que a juicio del Servicio de Impuestos 
Internos se afectaría la función fiscalizadora y el interés de la nacional, configurándose la causal de 
denegación de entrega de información establecida en el numeral 1° y 4° del artículo 21 de la Ley 
N°20.285 (en adelante, también “Ley de Transparencia”).  
6°.- Que, ahora bien, respecto a la solicitud de acceso referida a “….- informe de fiscalización emitido 
por la fiscalizadora del servicio de impuestos internos, doña Sandra Pinochet…” y “…- resolución 
pendiente de firma enviada por Loreto Acuña a Ramón Vargas Cáceres, jefe del departamento de 
fiscalización de la Dirección Regional Santiago Centro del Servicio de Impuestos Internos…”, se 
comunica que no es posible entregar la información solicitada, por cuanto, en virtud de dichos 
antecedentes se elabora y ejecuta el proceso de revisión que se mantiene aún en tramitación 
respecto del contribuyente consultado, y por ende realizar la entrega de aquellos afecta la función 
fiscalizadora, por lo cual se concluye que se configura respecto de la solicitud impetrada por el 
ocurrente la causal de denegación de entrega de información prevista en el artículo 21 N° 1 de la 
Ley N° 20.285, pues su publicidad afecta las funciones fiscalizadoras de este Órgano.  
7°.- Que, además, hacer la entrega de la información solicitada implicaría perjudicar la efectividad 
de las actuales labores de fiscalización a las cuales se encuentra sometido el contribuyente, en 
específico referido a la solicitud de devolución de impuesto que se indica, lo cual incide directa o 
indirectamente en la recaudación tributaria, ya que a través de dichas labores se pueden prevenir o 
detectar eventuales evasiones de impuestos e incumplimientos tributarios. De otro modo, es de 
conocimiento público que la fuente de ingresos más importante con que cuenta el Estado proviene 
de la recaudación tributaria, por lo que en definitiva cualquier situación que pueda incidir 
negativamente en la eficiencia y eficacia de la acción fiscalizadora, puede ocasionar un menor 
nivel de ingresos públicos y afectar de esa forma, los intereses económicos del país, por lo 
cual, corresponderá denegar la solicitud, además, conforme a la causal establecida en el 
artículo 21 N° 4 de la Ley N° 20.285.  
 
Tal como UD. bien sabe, los numerales 1 y 4 del artículo de la Ley N°20.285, establecen 
expresamente lo siguiente:  
“Las únicas causales de secreto o reserva en cuya virtud se podrá denegar total o parcialmente el 
acceso a la información, son las siguientes:  
1. Cuando su publicidad, comunicación o conocimiento afecte el debido cumplimiento de las 
funciones del órgano requerido, particularmente:  
4. Cuando su publicidad, comunicación o conocimiento afecte el interés nacional, en especial si 
se refieren a la salud pública o las relaciones internacionales y los intereses económicos o 
comerciales del país.”  
Por medio de la Resolución que por este acto se reclama, el Servicio plantea que conformidad a lo 
dispuesto en el artículo 21 N°1 de la Ley de Transparencia, no sería posible acceder a la entrega de 
la información, puesto que a la fecha existiría un proceso de revisión que se mantiene aún vigente 
en contra de mi representada, por lo que a juicio del ente fiscal dichos documentos podrían afectar 
la función fiscalizadora del Servicio de Impuestos Internos como Órgano de la Administración del 
Estado.   
“(…)se comunica que no es posible entregar la información solicitada, por cuanto, en virtud de 
dichos antecedentes se elabora y ejecuta el proceso de revisión que se mantiene aún en 
tramitación respecto del contribuyente consultado, y por ende realizar la entrega de aquellos 
afecta la función fiscalizadora, por lo cual se concluye que se configura respecto de la solicitud 
impetrada por el ocurrente la causal de denegación de entrega de información prevista en el artículo 
21 N° 1 de la Ley N° 20.285, pues su publicidad afecta las funciones fiscalizadoras de este Órgano.”  
Sobre el particular, esta parte no comprende como el Servicio se atreve a plantear que la revisión de 
una petición administrativa efectuada el 12 de julio de 2016, sigue vigente. Esto es inaceptable y 
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además no se condice con lo señalado con el propio Servicio de Impuestos Internos en el Oficio 
N°217 de fecha 25 de junio de 2020, en la cual se reconoce expresamente que la auditoría respecto 
de la solicitud de devolución de IVA presentada por Sunedison (rectificatorias Formulario 29) ya se 
encuentra efectuada e ingresadas las rectificatorias, es decir, que el proceso de revisión ya fue 
realizado por parte del SII, lo que nos lleva a la conclusión que en ningún caso la información 
podría afectar las funciones de fiscalización del Servicio de Impuestos Internos como órgano 
de la administración del Estado, toda vez que esta auditoría ya culminó.  

 
  
La argumentación del SII en este sentido es derechamente ilegal e infringe la caducidad tributaria 
regulada en el artículo 59 del Código Tributario, disposición que establece que dentro del plazo de 
prescripción del artículo 200 del Código Tributario, el SII podrá llevar a cabo los procesos de 
fiscalización y revisión de las declaraciones de los contribuyentes, no pudiendo superar en ningún 
caso el plazo de 9 0 12 meses, lapso de tiempo que en la especie ha transcurrido con creces, (9,2 
veces, desde que inició el proceso de revisión con fecha 12 de julio de 2016).  
“Artículo 59.- Dentro de los plazos de prescripción, el Servicio podrá llevar a cabo 
procedimientos de fiscalización y revisión de declaraciones de los contribuyentes. Sin 
embargo, el Servicio no podrá iniciar un nuevo requerimiento, ni del mismo ejercicio ni en los periodos 
siguientes, respecto de partidas o hechos que ya han sido objeto de un procedimiento de 
fiscalización, salvo que se trate de un nuevo requerimiento por el mismo período, o los periodos 
siguientes, si dicho nuevo requerimiento tiene por objeto un procedimiento de fiscalización referido 
a hechos o impuestos distintos de los que fueron objeto del requerimiento anterior.”  
Por su parte, el inciso 1° del artículo 200 del Código Tributario señala que por regla general el Servicio 
estará facultado para revisar cualquier diferencia de impuesto a que hubiere lugar dentro del plazo 
legal de 3 años desde que en debió efectuarse el pago en dicho periodo tributario.  
Artículo 200.- El Servicio podrá liquidar un impuesto, revisar cualquiera deficiencia en su 
liquidación y girar los impuestos a que hubiere lugar, dentro del término de tres años contado 
desde la expiración del plazo legal en que debió efectuarse el pago. (destacado es propio)  
En consecuencia, de las disposiciones antes expuestas, cabe concluir que en la especie estamos 
frente a un proceso de fiscalización que se encuentra finalizado, según el propio SII lo indica en su 
oficio y, además, totalmente caduco, habiendo operado además la prescripción de la acción 
fiscalizadora para la revisión de los años que involucra la petición de devolución de impuestos, por 
lo que en ningún caso se afectaría las facultades de fiscalización del SII, toda vez que el mencionado 
procedimiento de fiscalización finalizó, estando además el Servicio impedido de iniciar un nuevo 
proceso de fiscalización por haber operado la prescripción.  
En adición a la causal del N°1 del artículo 21 de la Ley de Transparencia, el Servicio de Impuestos 
Internos plantea que entregar el Informe correspondiente a la fiscalización de devolución de IVA y la 
Resolución que se pronuncia al respecto, pueden afectar los intereses económicos de la Nación, 
pues al tratarse de antecedentes referidos a una fiscalización, el acceso a estos antecedentes podría 
incidir en los ingresos públicos, invocando la causal de reserva o secreto establecida en N°4 del 
artículo 21 de la Ley de Transparencia.  
Sobre el particular se viene en manifestar que, en primer término, el proceso de fiscalización se 
refiere a una solicitud de pago indebido o en exceso de impuestos, que no implica una diferencia de 
impuestos a favor del fisco, sino todo lo contrario y, por otra parte, tanto el Informe de Fiscalización 
como la Resolución que le pone término a esa fiscalización, corresponden a actos que se relacionan 
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únicamente con la petición de devolución de impuestos pagados en exceso de mi representada, sin 
que esto se relacione con otros contribuyentes, cuyo conocimiento del estado de tramitación es 
además un derecho que la ley le otorga.  
Es importante tener presente que la información solicitada se refiere a una petición de devolución de 
impuestos pagados en exceso, esto es, un impuesto que nunca se debió enterar en arcas fiscales y 
que el Estado ha usufructuado por todo el tiempo que ha tardado en revisar (la petición fue 
presentada el 12 de julio del 2016), por lo que desde ningún punto de vista se puede ver afectado el 
interés económico de la Nación según lo establece el artículo 21 N°4 de la Ley N°20.285, puesto que 
dicha normativa tiene en mente la afectación de toda la Nación y no así, lo que pueda afectar a un 
contribuyente en particular.  
En consecuencia, la errada interpretación propuesta por el SII en el considerando 7° de la Resolución 
que por este acto se reclama, esto es, que en definitiva todo documento que solicite un contribuyente 
podría afectar  la eficiencia y eficacia en la función fiscalizadora del SII y, como consecuencia de 
ello, los intereses económicos de la nación, significaría en los hechos  dejar sin efecto la aplicación 
de la Ley N°20.285,  que viene a establecer y proteger el principio de transparencia de la función 
pública, en virtud del cual todos los actos y resoluciones de los órganos de la administración del 
Estado son públicos, salvo las excepciones legales.   
  
Habiendo expuesto los motivos de por qué en la especie no corresponde aplicar ninguna de las 
causales de secreto o reserva consagradas en el artículo 21 de la Ley de Transparencia, y de 
conformidad a lo dispuesto en el artículo 5° y 10° de la misma ley, el artículo 8° inciso segundo de la 
Constitución Política de la República, el servicio de Impuestos Internos se encontraba obligado a 
entregar la información solicitada por mi representada en su Formulario Único de Ingreso de Solicitud 
de Información, Folio N°AE006W50024714, presentado con fecha 11 de mayo de 2023, 
específicamente el Informe de Fiscalización  y la Resolución que se pronuncia respecto a esta 
fiscalización.  
Al respecto, el inciso 2° del artículo 8° de la Constitución Política de la República señala lo siguiente:  
“Son públicos los actos y resoluciones de los órganos del Estado, así como sus fundamentos 
y los procedimientos que utilicen. Sin embargo,  
sólo una ley de quórum calificado podrá establecer la reserva o secreto de aquéllos o de éstos, 
cuando la publicidad afectare el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los 
derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional.”  
Por su parte, el artículo 5° de la Ley 20.285 Sobre el Acceso a la Información Pública, establece que:  
“Artículo 5°.- En virtud del principio de transparencia de la función pública, los actos y resoluciones 
de los órganos de la Administración del Estado, sus fundamentos, los documentos que les 
sirvan de sustento o complemento directo y esencial, y los procedimientos que se utilicen para 
su dictación, son públicos, salvo las excepciones que establece esta ley y las previstas en otras leyes 
de quórum calificado.  
    Asimismo, es pública la información elaborada con presupuesto público y toda otra información 
que obre en poder de los órganos de la Administración, cualquiera sea su formato, soporte, fecha de 
creación, origen, clasificación o procesamiento, a menos que esté sujeta a las excepciones 
señaladas.” (destacado y subrayado es propio)  
En el mismo sentido, el artículo 10 de la Ley 20.285 establece el derecho que tienen todos los 
administrados a solicitar y recibir la información que provenga de cualquier órgano del Estado.  
“Artículo 10.- Toda persona tiene derecho a solicitar y recibir información de cualquier órgano 
de la Administración del Estado, en la forma y condiciones que establece esta ley.  
    El acceso a la información comprende el derecho de acceder a las informaciones contenidas 
en actos, resoluciones, actas, expedientes, contratos y acuerdos, así como a toda información 
elaborada con presupuesto público, cualquiera sea el formato o soporte en que se  
contenga, salvo las excepciones legales.”  
En virtud de lo anterior, en ningún caso se puede sostener que la entrega de la información aportada 
puede de alguna manera afectar las facultades de fiscalización que son propias del Servicios de 
Impuestos Internos, debiendo por consiguiente dejar sin efecto la Resolución que por este se reclama 
en aquella parte que resolvió denegar la información solicitada y, en definitiva, se proceda a entregar 
el informe de fiscalización emitido por la fiscalizadora del Servicio de Impuestos Internos y la 
Resolución que pone termino a esa revisión, aún cuando se encuentre pendiente de firma, 
documentos que forman parte del expediente del mencionado procedimiento administrativo y que 
fueron emitidos una vez efectuada la fiscalización realizada por el SII, los cuales, debido a su carácter 
de público, deben ser puestos a disposición de Sunedison.  
  
2. Correos electrónicos enviados por funcionarios del Servicio de Impuestos Internos en 
relación con el proceso de fiscalización del cual fue parte mi representada.  
Como bien se expuso en los antecedentes de esta presentación, la mencionada información fue 
negada a mi representada por parte del Servicio de Impuestos Internos, toda vez que, a su juicio, 
afectaría el debido cumplimiento de las función fiscalizadora en cuanto a la forma en que los 
funcionarios se comunican para el ejercicio de sus funciones, configurándose con ello la causal de 
denegación de entrega de información en virtud de lo dispuesto en el numeral 1°del artículo 21 de la 
Ley N°20.285.  
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“Que, finalmente respecto a la petición de acceso referida a “….- correos electrónicos enviados por 
Loreto Acuña a Ramón Vargas Cáceres, jefe del departamento de fiscalización de la Dirección 
Regional Santiago Centro del Servicio de Impuestos Internos, donde se remiten los antecedentes 
del proceso de fiscalización…”, cabe comunicar respecto a los correos electrónicos requeridos, se 
comunica que resulta imposible acceder a la entrega de dicha información, por cuanto aquella 
es reservada en conformidad a lo establecido en el artículo 21 N° 1 de la Ley Nº 20.285, el cual 
señala: “Las únicas causales de secreto o reserva en cuya virtud se podrá denegar total o 
parcialmente el acceso a la información, son las siguientes: 1. Cuando su publicidad, comunicación 
o conocimiento afecte el debido cumplimiento de las funciones del órgano requerido (…)”.  
Junto con lo anterior, el SII en los considerandos 9°, 10°, 11°, 12°, 13° y 14° de la Resolución que 
por este acto se reclama, indica que los correos electrónicos -emitidos en el marco del proceso de 
fiscalización del que fue sujeto mi representada- se tratarían de comunicaciones y documentos 
privados que se encuentran resguardados de conformidad con lo dispuesto en el artículo 19 N°5 de 
la Constitución Política de la República, citando para estos efectos una sentencia dictada en los 
autos Rol N°6136, de fecha 21 de noviembre de 2019, emitido por el Tribunal Constitucional y en los 
autos Rol N°193/2020, emitido por la Iltma Corte de Apelaciones; concluyendo que los correos 
electrónicos solicitados afectarían garantías constitucionales de los funcionarios y, que por lo tanto, 
existiría el derecho de los funcionarios a oponerse a la entrega de sus datos, documentos y 
antecedentes dentro del plazo de 3 días hábiles contado desde la notificación de conformidad a lo 
dispuesto en el artículo 20 de la Ley 20.285, lo cual habría sucedido en tiempo y forma por parte de 
los funcionarios afectados, encontrándose en definitiva impedido de entregar dicha información.  
“11°.- Que, respecto a los correos electrónicos solicitados y con relación a la afectación cierta 
de derechos y garantías legales y constitucionales de los funcionarios respecto a los cuales 
se solicitan los correos electrónicos, cabe tener presente que, existe el derecho de éstos a 
oponerse a la entrega de sus datos, documentos y antecedentes personales, consagrado en 
el artículo 20 de la Ley N° 20.285. Además, al respecto la Instrucción General N° 10 del Consejo 
para la Transparencia, en el punto “2.4 Análisis de la eventual afectación de derechos de terceros, 
procedimiento de notificación y ejercicio del derecho de oposición” en lo pertinente señala:  
“Este derecho de oposición del tercero deberá ejercerse por escrito, por cualquier medio incluyendo 
los electrónicos, dentro del plazo de 3 días hábiles contados desde la fecha de notificación, y 
requerirá expresión de causa, debiendo informarse en la comunicación respectiva de tales 
circunstancias. Se entenderá que existe expresión de causa cuando, además de la negativa, el 
tercero indica alguna razón o fundamento que justifique la afectación de un derecho, no siendo 
suficiente esgrimir la afectación de un simple interés. Deducida la referida oposición en tiempo y 
forma, el órgano requerido quedará impedido de proporcionar la documentación o antecedentes 
solicitados1 y, por tanto, no le corresponderá analizar la pertinente o calidad de la fundamentación 
de la negativa del tercero.” [sic]  
12°.- Que, conforme con lo anterior se dio cumplimiento al trámite de notificación ordenado por el 
artículo 20 de la Ley Nº 20.285, a resultas de lo cual los terceros afectados por la petición de acceso 
manifestaron su negativa a la entrega de la información, en tiempo y forma.  
13°.- Que, teniendo en cuenta las oposiciones precedentemente expuestas y sus argumentos, 
este Servicio se ve impedido de proporcionar los documentos de los funcionarios solicitados, 
conforme a lo ordenado por los artículos 20 y 21 N° 2 de la Ley N° 20.285 y el artículo 19 N° 5 de la 
Constitución Política, por lo cual, corresponde denegar en esta parte la entrega de la información 
requerida.” (destacado es propio)  
Al respecto es pertinente destacar que mi representada, por medio de la solicitud de acceso a la 
información, Folio N°AE006W50024714, únicamente solicitó los correos electrónicos que dicen 
relación con la fiscalización efectuada a propósito de su solicitud de devolución de impuestos 
pagados en exceso, utilizando sus casillas institucionales y dentro del ejercicio de sus funciones 
públicas en el proceso de fiscalización. En este sentido, mi representada respeta la vida privada de 
los funcionarios y entiende que esta no debe ser entregada, sin embargo, esto no significa que el SII 
simplemente se niegue a entregar la totalidad de las comunicaciones efectuadas por medio del 
correo electrónico institucional, sino que el SII debe efectuar la debida separación y aplicar la 
oposición del artículo 20 de la Ley 20.285, exclusivamente respecto de aquellas comunicaciones que 
constituyen comunicaciones privadas, accediendo a la referida al proceso de fiscalización, de 
conformidad al principio de divisibilidad que se encuentra expresamente consagrado en el artículo 
11, letra E de la Ley de Transparencia. De otra manera, ha de entenderse que el correo institucional 
de los funcionarios es utilizado con otros fines distintos a la ejecución de su trabajo, lo cual 
evidentemente no debe ser así.  
Artículo 11.- El derecho de acceso a la información de los órganos de la Administración del Estado 
reconoce, entre otros, los siguientes principios:  
e) Principio de la divisibilidad, conforme al cual si un acto administrativo contiene información que 
puede ser conocida e información que debe denegarse en virtud de causa legal, se dará acceso a la 
primera y no a la segunda.  
 La aplicación del principio antes citado ha sido ampliamente consagrado en por el presente Consejo 
en los amparos Roles C406-11, C1101-11, C1482-11, C864-12, C1320-12, C2757-17 y C33-13, este 
último señala específicamente lo siguiente:  
“Que, con todo, tenerse presente que si los correos electrónicos que se requieran exponen 
algún antecedente acerca de la intimidad o la vida privada de su emisor, su receptor o un 
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tercero, o no se relacionan con el ejercicio de funciones públicas, debe aplicarse el principio 
de la divisibilidad, consagrado en la misma Ley de Transparencia, conforme al cual, cuando un 
documento contiene información que puede ser conocida e información que debe denegarse 
en virtud de causa legal, deberá darse acceso a la primera y no a la segunda (aplica criterio 
desarrollado por este Consejo en las decisiones recaídas en los amparos Roles C406-11, C1101-11 
y C1482-11).” (destacado es nuestro)  
En cuanto a la clasificación de los correos electrónicos enviados por los funcionarios públicos desde 
sus correos institucionales en el ejercicio de sus funciones, es necesario hacer presente que estos 
se tratan de actos (información) de carácter público, de conformidad a lo dispuesto por el propio 
artículo 5° inciso 2° de la Ley de Transparencia, disposición que establece que toda información que 
sea elaborada con presupuesto público y toda otra información que obre en poder del órganos de la 
administración del estado, será considerada como pública.  
“Artículo 5°.- En virtud del principio de transparencia de la función pública, los actos y resoluciones 
de los órganos de la Administración del Estado, sus fundamentos, los documentos que les sirvan de 
sustento o complemento directo y esencial, y los procedimientos que se utilicen para su dictación, 
son públicos, salvo las excepciones que establece esta ley y las previstas en otras leyes de quórum 
calificado.  
   Asimismo, es pública la información elaborada con presupuesto público y toda otra 
información que obre en poder de los órganos de la Administración, cualquiera sea su 
formato, soporte, fecha de creación, origen, clasificación o procesamiento, a menos que esté 
sujeta a las excepciones señaladas.”  
La disposición antes citada viene a regular en específico el criterio consagrado en el artículo 8° de 
la Constitución Política de la República, norma de rango constitucional que consagra lo siguiente:  
“Son públicos los actos y resoluciones de los órganos del Estado, así como sus fundamentos 
y los procedimientos que utilicen. Sin embargo,  
sólo una ley de quórum calificado podrá establecer la reserva o secreto de aquéllos o de éstos, 
cuando la publicidad afectare el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los 
derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional.”  
Por su parte, el artículo 10 de la Ley 20.285 establece el derecho que tienen todos los administrados 
a solicitar y recibir la información que provenga de cualquier órgano de la administración del Estado.  
“Artículo 10.- Toda persona tiene derecho a solicitar y recibir información de cualquier órgano de la 
Administración del Estado, en la forma y condiciones que establece esta ley.  
    El acceso a la información comprende el derecho de acceder a las informaciones contenidas en 
actos, resoluciones, actas, expedientes, contratos y acuerdos, así como a toda información 
elaborada con presupuesto público, cualquiera sea el formato o soporte en que se contenga, salvo 
las excepciones legales.”  
En la misma línea de lo dispuesto en la disposición antes citada, el artículo 11 letra C de la Ley de 
Transparencia establece que, de conformidad al principio de apertura o transparencia, toda la 
información en poder de los órganos de la administración del Estado se presume pública.   
“Artículo 11.- El derecho de acceso a la información de los órganos de la Administración del Estado 
reconoce, entre otros, los siguientes principios:  
c) Principio de apertura o transparencia, conforme al cual toda la información en poder de los 
órganos de la Administración del Estado se presume pública, a menos que esté sujeta a las 
excepciones señaladas.” (destacado es propio)  
Por su parte, la jurisprudencia de nuestra Excelentísima Corte Suprema, según consta en la 
sentencia definitiva de fecha 25 de febrero de 2020, causa Rol N°1824/2019,  concluye que los 
correos electrónicos son públicos cuando se trata de una comunicación entre funcionarios públicas 
en el ejercicio de sus funciones, emitida dentro de los canales institucionales que entrega el órgano 
de la administración del Estado, la cual puede ser considerada como complementaria de manera 
directa y esencial a un acto administrativo.  
“Octavo: Que, por otro lado, resulta pertinente dejar expresa constancia que el correo electrónico 
en cuestión es información pública, en cuanto se trata de una comunicación entre 
funcionarios públicos, emitida a través de canales institucionales, que puede ser considerada 
como complementaria, de manera directa y esencial, a un acto administrativo. En efecto, se trata de 
un correo electrónico que tiene por finalidad poner en conocimiento de ciertos funcionarios, liderados 
por María Alicia Muñoz Masre, el contenido de la Resolución Nº 3065 de la Subdirección de 
Contraloría Interna, que puso término a un procedimiento administrativo disciplinario. De esta forma, 
por mucho que en el correo cuestionado se contengan ciertas apreciaciones subjetivas, la 
información cuya publicidad se ha requerido se relaciona de manera inmediata y directa con 
un acto de la Administración del Estado preciso y determinado, al punto que no se entiende 
sin él, circunstancias, todas, que denotan la complementariedad esencial exigida por el 
artículo 5º, inciso primero, de la Ley Nº 20.285 para ser entendida como información pública 
accesible, prima facie, a todo aquel que la requiera, norma que concreta, por lo demás, lo dicho 
por el artículo 8 de la Constitución Política de la República según su texto transcrito con anterioridad.  
Noveno: Que, de esta manera, la conclusión antes anotada no se ve opacada por la declaración de 
inaplicabilidad por inconstitucionalidad, dispuesta por el Tribunal Constitucional en causa Rol Nº 
6136-19-INA respecto de los artículos 5º inciso 2º y 10 de la Ley Nº 20.285 pues, se insiste, incluso 
sin acudir a tales normas la información objeto del conflicto ha de considerarse pública, requiriendo, 
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para su secreto o reserva, la configuración de alguna de las causales taxativamente señaladas 
en la ley.  
Undécimo: Que, como se aprecia, el contenido someramente reseñado no puede ser calificado 
como propio de la esfera privada de la emisora, pues se trata del análisis de un acontecimiento 
que surge y se agota al interior del Servicio, relacionado exclusivamente con el devenir de la 
función pública desempeñada por funcionarios que poseen la misma calidad.   
Duodécimo: Que, por lo demás, la alegación del Servicio de Impuestos Internos debe ser desechada 
pues se sustenta en una conducta antijurídica. En efecto, el razonamiento que el quejoso ha 
propuesto estriba en reconocer que una de sus funcionarias utilizó herramientas propias del Servicio 
para la satisfacción de un fin privado o particular, aparentemente protegido por la garantía estatuida 
en el artículo 19 Nº5 de la Carta Fundamental, aserto que pugna insalvablemente con el principio de 
probidad, reglado en el artículo 61 letra k) de la Ley Nº18.834 o Estatuto Administrativo, cuya 
infracción constituye, incluso, la única causal de procedencia de la máxima sanción disciplinaria 
contenida en nuestro ordenamiento jurídico. Por ello, debe entenderse que el deber de sometimiento 
del desempeño funcionario a la legalidad resulta incompatible con la expectativa de privacidad que 
se pretende cautelar por el órgano requerido.”  
En vista de la jurisprudencia del Consejo para la Transparencia y de la Excelentísima Corte Suprema 
dando aplicación a las disposiciones antes citadas, no cabe arribar a otra conclusión que los correos 
electrónicos emitidos por los funcionarios públicos dentro del ejercicio de sus funciones, constituyen 
información pública o bien, se presume cómo tal hasta que no se pruebe lo contrario, por lo que el 
Servicio mal puede consignar que los correos electrónicos solicitados por la Sociedad que dicen 
relación con la fiscalización realizada, corresponden sin más a comunicaciones de la esfera privada 
de los funcionarios, no pudiendo negarse a la entrega total de las mismas. En el caso que se 
demuestre la existencia de comunicaciones privadas, el SII debe aplicar la divisibilidad y siempre 
entregar la información específica del proceso de fiscalización.   
En definitiva, la oposición del artículo 20 de la Ley de Transparencia efectivamente es un derecho 
para los terceros afectados, pero eso no quiere decir que la oposición recae respecto de la totalidad 
de la comunicación, si no que esta debe limitarse a aquello que puede afectar la esfera privada de 
los funcionarios, debiendo dar acceso a todo lo demás, cuestión que claramente no ocurrió en la 
Resolución que por este acto se reclama, donde el SII erradamente aplicó la oposición a la totalidad 
de la documentación.  
“En tal caso, el organismo deberá comunicar a dichos terceros la facultad que les asiste de 
consentir su entrega u oponerse fundadamente a la comunicación de aquellos mensajes que 
estime que su publicidad afectaría sus derechos, por ejemplo, a su vida privada. Así, el tercero 
involucrado –sea un funcionario, autoridad pública u otra persona ajena a la Administración– podrá 
oponerse a la entrega si estima que se afecta alguno de sus derechos, o bien, consentir en ella. De 
oponerse, la referida entrega sólo podrá verificarse previa decisión en este sentido de un organismo 
imparcial, especialmente creado al efecto, como lo es este Consejo y, en su caso, por la Corte de 
Apelaciones respectiva, a fin de verificar la afectación del derecho alegado.”  
En consecuencia de lo señalado precedentemente, esta parte viene en solicitar a este Consejo, que 
se deje sin efecto la Resolución reclamada en aquella parte que denegó el acceso a los correos 
electrónicos que dicen relación exclusivamente con el proceso de fiscalización, atendido que 
estos constituyen información de carácter pública, reservándose la posibilidad de denegar única y 
exclusivamente aquella parte que diga relación con comunicaciones privadas de los funcionarios.  
   
III.  PETICIONES  CONCRETAS  QUE  SE  SOMENTEN  A  LA 
CONSIDERACIÓN DEL CONSEJO PARA LA TRANSPARENCIA.  
 
En virtud de todos los argumentos de hecho y de derecho expuestos en el presente reclamo, se 
formulan para la consideración del Consejo para la Transparencia, las siguientes peticiones 
concretas:  

1. Que se acoja el reclamo por denegación de acceso a la información interpuesto por 
mi representada en todas sus partes;  
2. Que la Resolución EX. N° LTNot0024714, emitida con fecha 23 de junio de 2023, 
sea dejada sin efecto en todo aquella parte que denegó el acceso a la información pública 
solicitada.  
3. Que se ordene la entrega total de la documentación solicitada por mi representada, 
por medio del Formulario Único de Ingreso de Solicitud de Información, Folio 
N°AE006W50024714.  
4. Que se aplique el máximo de las multas contempladas en la Ley N° 20.285 al 
funcionario que resulte responsable, sin perjuicio de otras medidas que Ud. pueda considerar 
procedentes.  

 
POR TANTO,  
 
En consideración a los fundamentos de hecho y de derecho antes señalados y de conformidad a la 
dispuesto en los artículos 24 y siguientes de la Ley sobre Acceso a la Información Pública, y demás 
normas legales pertinentes;  
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SOLICITO A UD.: Se sirva tener por interpuesto reclamo por denegación del acceso a la información 
en contra de la Resolución EX. N°LTNot0024714, emitida por orden del Director del Servicio de 
Impuestos Internos, por la Subdirección de Asuntos Corporativos del Servicio de Impuestos Internos, 
con fecha 23 de junio de 2023, y notificada por medio de correo electrónico con misma fecha, 
solicitando expresamente acogerlo a tramitación, para que en definitiva, se deje sin efecto el 
mencionado acto administrativo en todo aquello que denegó el acceso a la información, ordenando 
al SII otorgar acceso a la información solicitada por mi representada a través de Formulario Único 
de Ingreso de Solicitud de Información, Folio N°AE006W50024714, presentado con fecha 11 de 
mayo de 2023, todo ello con costas y la aplicación de la multa que en derecho corresponda.  
  
PRIMER OTROSÍ: Solicito a UD. tener por acompañados con citación los siguientes documentos:  
1.- Copia simple de Formulario Único de Ingreso de Solicitud de Información, Folio N° 
AE006W50023492, presentado con fecha 11 de mayo de 2023.  
2.- Copia simple de Resolución EX. N°LTNot0024714, emitida con fecha 23 de junio de 2023 por 
orden del Director del Servicio de Impuestos Internos.  
3.- Copia de Poder especial de fecha, por medio de la cual se otorgó poder a don Joaquín  
Urra Trujillo para actuar en nombre y representación de SUNEDISON CHILE CONSTRUCTION SPA, 
autorizado ante la Notario Reemplazante doña Virginia Wielandt Covarrubias, de la Notaría de 
Santiago de don Patricio Raby Benavente.  
4.- Copia simple del Oficio Ord. N°217 de fecha de 25 de junio de 2020.  
5.- Copia simple del Memo 5/5 de fecha 29 de enero de 2018.” [sic].  

3. DESCARGOS Y OBSERVACIONES DEL ÓRGANO RECURRIDO. 

a)  Información solicitada y respuesta del Servicio de Impuestos Internos. 

Es del caso señalar, que el recurrente solicitó a este Servicio de Impuestos Internos, mediante su 
presentación Folio AE006W50024714, lo siguiente:    

 
“Se requiere documentación relativa a la solicitud de devolución de impuesto realizada por 
la sociedad sunedison chile construction spa con fecha 12/07/2016, expediente electrónico 
folio n°703632. para estos efectos del se solicita a ud. los siguientes documentos relativos 
al proceso de revisión de devolución de impuesto: - oficio n°105 de fecha 25 de mayo de 
2020 enviado por la dirección regional santiago oriente del servicio de impuestos internos. - 
oficio ord n°217 de fecha 25 de junio de 2020, enviado por la jefa de grupo de fiscalización, 
doña loreto acuña. - informe de fiscalización emitido por la fiscalizadora del servicio de 
impuestos internos, doña sandra pinochet. - memo 5/5 de fecha 29 de enero de 2018, en 
relación con el oficio ord. n°204 de fecha 29 de marzo de 2019. - correos electrónicos 
enviados por loreto acuña a ramón vargas caceres, jefe del departamento de fiscalización 
de la dirección regional santiago centro del servicio de impuestos internos, donde se remiten 
los antecedentes del proceso de fiscalización. - resolución pendiente de firma enviada por 
loreto acuña a ramón vargas caceres, jefe del departamento de fiscalización de la dirección 
regional santiago centro del servicio de impuestos internos.” [sic]. 
 

    b) Respuesta del Servicio de Impuestos Internos.  
 
Frente a lo anterior, este Servicio resolvió la solicitud mediante Res.Ex.Nro.:LTNot 0024714, de 
fecha 23.06.2023, se dio respuesta a la solicitud, resolviendo la entrega parcial de la información 
requerida por el solicitante, según se transcribió más arriba. La anotada entrega parcial se fundó en 
que parte de los antecedentes solicitados no eran posibles de entregar, por cuanto, en virtud de 
dichos antecedentes se elabora y ejecuta el proceso de revisión que se mantiene aún en tramitación 
respecto del contribuyente consultado, a saber, Sunedison Chile Construction Spa y por ende realizar 
la entrega de aquellos afectaba la función fiscalizadora, por lo cual se concluyó que se configura 
respecto de la solicitud impetrada por el ocurrente la causal de denegación de entrega de información 
prevista en el artículo 21 N° 1 de la Ley N° 20.285, pues su publicidad afecta las funciones 
fiscalizadoras de este Órgano y además la denegación de información se realizó sobre la base de la 
oposición presentada por los terceros afectados, de conformidad con lo establecido en los artículos 
20 y 21 N° 1, N° 2 y N° 4, todos de la Ley N° 20.285, según se analizará. 
 
  c) En cuanto a las causales en que este Servicio fundó la inexistencia y denegación.  
 
Cabe tener presente que, los principales argumentos de este Servicio para denegar la restante se 
encuentran en las causales legales de reserva establecidas en los artículos 5º, 10º, 20 y 21 N° 1,    
N° 2 y Nº 4, todos de la Ley N° 20.285, según se analizará. 
 
c.1 En relación con la información entregada y las causales de reserva de información. 
 



13 

 

La denegación de información se circunscribió a la siguiente información solicitada en la petición de 
acceso, a saber:  

- Informe de Fiscalización emitido por la fiscalizadora del Servicio de Impuestos 
Internos, doña Sandra Pinochet. 
- Resolución pendiente de firma enviada por Loreto Acuña a Ramón Vargas Caceres, 
jefe del departamento de fiscalización de la Dirección Regional Santiago Centro del 
Servicio de Impuestos Internos. 
- Correos electrónicos enviados por Loreto Acuña a Ramón Vargas Caceres, jefe del 
departamento de fiscalización de la Dirección Regional Santiago Centro del Servicio de 
Impuestos Internos, donde se remiten los antecedentes del proceso de fiscalización.  

 
Por lo cual, la denegación se realizó conforme con las causales establecidas en los artículos 20 y 21 
N° 1, N° 2 y N° 4, de la Ley de Transparencia, según se analizará.  
 
Sobre el particular y en relación con la información solicitada referida a “…Informe de Fiscalización 
emitido por la fiscalizadora del Servicio de Impuestos Internos, doña Sandra Pinochet…” y a la 
“….Resolución pendiente de firma enviada por Loreto Acuña a Ramón Vargas Caceres, jefe del 
departamento de fiscalización de la Dirección Regional Santiago Centro del Servicio de Impuestos 
Internos…”. Cabe indicar que este Servicio realizó las búsquedas de la información con la Dirección 
Regional Metropolitana de Santiago Centro, frente a lo cual aquella comunicó que resultaba 
imposible acceder al requerimiento, por cuanto, en virtud de dichos antecedentes se estaba 
elaborando y ejecutando el proceso de revisión que se mantenía aún en tramitación respecto del 
contribuyente consultado, y por ende realizar la entrega de aquellos afecta la función fiscalizadora, 
pues su publicidad afecta las funciones fiscalizadoras de este Órgano. 
 
En ese mismo sentido, la dirección regional argumentó además que por la naturaleza jurídica de 
dichos documentos, ambos antecedentes eran sólo actos trámites y que como tales no son 
actos formales dictados por este órgano y tampoco contienen una declaración de voluntad que ponga 
termino al procedimiento, sino que, por el contrario, son netamente borradores de actos 
administrativos, en virtud de los cuales se desarrolla el proceso de revisión que se mantiene aún en 
tramitación respecto del contribuyente consultado, y por ende concurre la causal de denegación de 
entrega de información prevista en el artículo 21 N° 1 de la Ley N° 20.285.   
 
Al respecto, cabe manifestar que la ley N° 19.880, Que establece bases de los procedimientos 
administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado, en su artículo 18, 
ha precisado que el procedimiento administrativo esta definido legalmente como “una sucesión de 
actos tramites vinculados entre si, emanados de la administración y, en su caso, de particulares 
interesados, que tienen como finalidad producir un acto administrativo terminal”.  
 
Esta definición deja en videncia que, desde la perspectiva de su función procedimental, hay dos tipos 
de actos: a semejanza de lo que ocurre en el derecho procesal, también en el derecho administrativo 
hay actos cuyo significado es netamente instrumental para la emisión de otros y que por ende no 
necesariamente contendrán una decisión definitiva sobre un asunto de fondo.  
 
Así las cosas, ha de determinarse que los actos de mero trámite son aquellos actos intermedios cuyo 
objetivo es servir de base a la progresión del procedimiento, a fin de producir un acto terminal. Bajo 
ese predicamento, cabe insistir que los actos trámites no tienen trascendencia fuera del 
procedimiento, por cuanto no ponen término al procedimiento ni resolviendo las cuestiones sobre las 
que éste recae y, por tanto, no establecen ni derechos ni obligaciones.  
 
De acuerdo con lo señalado, en la especie procede entonces insistir en que debido a su propia 
naturaleza jurídica, hacer la entrega de aquellos documentos solicitados implicaría perjudicar la 
efectividad de las actuales labores de fiscalización a las cuales se encuentra sometido el 
contribuyente, en específico referido a la solicitud de devolución de impuesto que se indica, debido 
justamente a que si el contribuyente al tomar conocimiento de aquellos podría realizar actuaciones 
o actos que podrían incidir directa o indirectamente en la recaudación tributaria, ya que a través de 
dichas labores se pueden prevenir o detectar eventuales evasiones de impuestos e incumplimientos 
tributarios. De otro modo, es de conocimiento público que la fuente de ingresos más importante con 
que cuenta el Estado proviene de la recaudación tributaria, por lo que en definitiva cualquier situación 
que pueda incidir negativamente en la eficiencia y eficacia de la acción fiscalizadora, puede 
ocasionar un menor nivel de ingresos públicos y afectar de esa forma, los intereses económicos del 
país, por lo cual, corresponderá denegar la solicitud, además, conforme a la causal establecida en 
el artículo 21 N° 4 de la Ley N° 20.285.  
 
Ahora bien, en relación con el proceso de revisión en que se encuentra actualmente el contribuyente 
Sunedison Chile Construction Spa, cabe señalar que es errada la afirmación del requirente cuando 
sostiene que “Sobre el particular, esta parte no comprende como el Servicio se atreve a plantear que 
la revisión de una petición administrativa efectuada el 12 de julio de 2016, sigue vigente. Esto es 
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inaceptable y además no se condice con lo señalado con el propio Servicio de Impuestos Internos 
en el Oficio N°217 de fecha 25 de junio de 2020, en la cual se reconoce expresamente que la 
auditoría respecto de la solicitud de devolución de IVA presentada por Sunedison (rectificatorias 
Formulario 29) ya se encuentra efectuada e ingresadas las rectificatorias, es decir, que el 
proceso de revisión ya fue realizado por parte del SII, lo que nos lleva a la conclusión que en ningún 
caso la información podría afectar las funciones de fiscalización del Servicio de Impuestos 
Internos como órgano de la administración del Estado, toda vez que esta auditoría ya 
culminó.” [sic].  
 
Lo anterior es errado, por cuanto, la petición administrativa indicada o SISPAD corresponde a una 
petición derivada desde la Dirección Regional Metropolitana de Santiago Oriente, por un cambio de 
domicilio que -durante la pandemia efectuó el ocurrente de autos-, cambiando su domicilio a la 
Dirección Regional Metropolitana de Santiago Centro, lo cual género que se radicara la competencia 
para conocer del asunto en  la  mencionada dirección regional, la cual debió comenzar a revisar 
nuevamente la anotada petición administrativa de devolución de varios periodos F29 por 
incorporación de facturas de proveedores no consideradas y que implican devolución por un monto 
superior a MM$2.000 de pesos en total.  
 
A raíz de lo anterior, la Dirección Regional Metropolitana Oriente remitió hacia la Dirección Regional 
Metropolitana Santiago Centro el anotado Oficio N° 217, de fecha 25 de junio de 2020, que remitía 
antecedentes que indica, que señala, en lo que importa, lo siguiente:  
 
“…Adjunto el expediente del contribuyente Sunedison Chile Construction Spa Rut N° 76.263.084-2, 
para dar resolución final del caso en su Regional, por estar domiciliado en Huérfanos N°1055 
Oficina 503 Piso 5, comuna Santiago, por lo tanto, es de su jurisdicción.  Para llevar a cabo el 
informe, la auditoría ya se encuentra efectuada e ingresadas las rectificatorias de los 
formularios 29 de los periodos tributarios septiembre 2013 a junio 2015, aún sin confirmar por 
jefaturas. En nuestra Regional, se encuentran 45 archivadores con facturas de proveedores, de los 
periodos antes mencionados, los que estarán a disposición del contribuyente para ser retirados. Se 
adjunta:  Borrador de Informe y Borrador de Resolución con Toma de Razón, para ser modificada 
en su Dirección Regional…”.  
 
De este modo y tal como indicamos anteriormente, la nueva jurisdicción para conocer de la revisión 
se radicó en la Dirección Regional Metropolitana de Santiago Centro y, además, en ningún caso, se 
expresó -como cree entender el interesado-, que el referido proceso de revisión se encontraba 
terminado. Sino que, todo lo contrario, se encuentra actualmente vigente y en tramitación en la 
anotada Dirección Regional.  
 
En ese mismo orden de ideas, y atendida la nueva radicación de la competencia del asunto y   para 
llevar a cabo el citado informe que se menciona en el Oficio N° 217, de 2020, las jefaturas de la 
dirección regional realizaron un nuevo análisis del proceso de revisión.  
 
En efecto, actualmente en la Dirección Regional Metropolitana de Santiago Centro, la funcionaria 
María Cristina Henríquez, del Departamento Fiscalización del Grupo N° 1, quien tiene a su cargo el 
proceso y está realizando una nueva revisión y dentro de las acciones de fiscalización efectuadas 
ahora se cuestionó el cálculo del crédito proporcional de las partidas revisadas, comunicándoselo a 
la asesora del contribuyente doña Ivon Villagra, quien señaló  en dicha oportunidad que el 
contribuyente no lo aceptaba tales acciones, porque su cliente había usado el IVA Crédito, y aportó 
algunos antecedentes para demostrar su negativa a la proporcionalidad indicada.  
  
Atendidas dichas circunstancias, la Dirección Regional Metropolitana de Santiago Centro consultó a 
la funcionaria doña Loreto Acuña, de la Dirección Regional Metropolitana de Santiago Oriente, quien 
había sido la fiscalizadora a cargo dicho proceso en la Dirección Regional Metropolitana de Santiago 
Oriente, para consultarle por la documentación del anotado contribuyente, para así definir como 
seguiría la fiscalización, para dar solución y respuesta al contribuyente. Posteriormente, se confirmó 
que dichos antecedentes -consistentes en los citados 45 archivadores con facturas de proveedores-
, habían sido devueltos al contribuyente.  
 
Luego, con fecha 03 de enero de 2023, la asesora del contribuyente, concurrió a estas oficinas y 
señaló a la fiscalizadora actuante que conversaría con su cliente, para que modificará el domicilio y 
volviera a la Dirección Regional Metropolitana de Santiago Oriente y terminaran allá la fiscalización 
que  se efectuó, ya que, ellos la habían revisado inicialmente, comentando, en dicha oportunidad, 
que el cliente se había cambiado de domicilio sin avisarle a ella, razón por la que todo lo actuado en 
la Dirección Regional Metropolitana de Santiago Oriente se había derivado a la  Dirección Regional 
Metropolitana de Santiago Centro sin los antecedentes de respaldo, a saber, las 45 archivadores 
con facturas para los periodos indicados.  
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En este mismo orden de ideas, cabe señalar que, atendidas dichas circunstancias con fecha 06 de 
septiembre de 2023, el señor Ángel Fantuzzi remitió un correo electrónico a la citada funcionaria 
María Cristina Henriquez Muñoz, de la Dirección Regional Metropolitana de Santiago Centro, el cual 
contiene los libros de compras de los años 2013 al 2015, en formato digital del contribuyente 
reclamante, con el objeto de continuar con el mencionado proceso de revisión. Por consiguiente, es 
posible colegir que el anotado proceso de revisión continua en tramitación y análisis en la referida 
dirección regional.   
 
Ahora bien, considerando que específicamente lo solicitado se refiere a actos administrativos de 
mero trámite, específicamente un borrador de Informe y  un borrador de Resolución con Toma de 
Razón, y no actos administrativos terminales de un procedimiento administrativo, y que a nuestro 
entender cuyo conocimiento develaría decisiones internas no definitivas ni concluyentes entre 
funcionarios y que no tienen el carácter de ser definitivas ni terminales relativas a acciones de 
fiscalización en relación con procesos que tienen un desarrollo largo en el tiempo implicando 
detección de riesgos, monitoreo y supervisión de actos, por lo cual su divulgación afecta las 
funciones propias de este organismo, ya que su conocimiento puede facilitar el despliegue de 
acciones por parte del contribuyente que dificulten el anotado proceso de revisión o de las futuras 
acciones de fiscalización que se tomen en relación a dicho proceso o que les permitan burlar o 
sustraerse de los efectos de las mismas, entre otras consecuencias contrarias o que dañen la función 
fiscalizadora de este Servicio, por lo que se configura la causal de denegación prevista en el artículo 
21 N° 1 de la Ley N° 20.285, afectando directamente la función fiscalizadora de este organismo 
público, es que este organismo público procede a mantener los mismos argumentos para denegar 
la información solicitada invocados en la resolución exenta reclamada.  
 
Finalmente, en lo que atañe a la información solicitada referida a “…Correos electrónicos enviados 
por Loreto Acuña a Ramón Vargas Caceres, jefe del departamento de fiscalización de la Dirección 
Regional Santiago Centro del Servicio de Impuestos Internos, donde se remiten los antecedentes 
del proceso de fiscalización…”, este Servicio realizó las búsquedas con la Dirección Regional 
competente, frente a lo cual aquella comunicó que resultaba imposible acceder a su requerimiento, 
por cuanto, los correos electrónicos requeridos son recursos que han sido asignados por este 
Servicio a los funcionarios para facilitar el cumplimiento de las funciones propias de sus cargos, las 
que se encuentran reguladas en los distintos procedimientos administrativos de competencia del SII.  
 
Es necesario hacer presente que al contribuyente se le comunican los actos de fiscalización que 
formalmente emite este Servicio, como citaciones, requerimientos, notificaciones, liquidaciones, 
giros, etc., por ser los actos mediante los cuales este Servicio comunica acciones y decisiones a los 
contribuyentes. En este escenario, el contribuyente tiene cabal y oportuno conocimiento de las 
acciones de fiscalización desplegadas por el SII respecto del contribuyente Sunedison Chile 
Construction Spa, por cuanto, éste ha sido debidamente notificado de todas y cada una de dichas 
acciones realizadas dentro del procedimiento de fiscalización, así como de los actos que emanaron 
de tales acciones. 
 
Conforme con lo anterior y en relación con los correos denegados, es errada la afirmación del 
requirente cuando sostiene que “Al respecto es pertinente destacar que mi representada, por medio 
de la solicitud de acceso a la información, Folio N°AE006W50024714, únicamente solicitó los 
correos electrónicos que dicen relación con la fiscalización efectuada a propósito de su 
solicitud de devolución de impuestos pagados en exceso, utilizando sus casillas institucionales 
y dentro del ejercicio de sus funciones públicas en el proceso de fiscalización. En este sentido, mi 
representada respeta la vida privada de los funcionarios y entiende que esta no debe ser entregada, 
sin embargo, esto no significa que el SII simplemente se niegue a entregar la totalidad de las 
comunicaciones efectuadas por medio del correo electrónico institucional, sino que el SII debe 
efectuar la debida separación y aplicar la oposición del artículo 20 de la Ley 20.285, exclusivamente 
respecto de aquellas comunicaciones que constituyen comunicaciones privadas, accediendo a la 
referida al proceso de fiscalización, de conformidad al principio de divisibilidad que se encuentra 
expresamente consagrado en el artículo 11, letra E de la Ley de Transparencia. De otra manera, ha 
de entenderse que el correo institucional de los funcionarios es utilizado con otros fines distintos a la 
ejecución de su trabajo, lo cual evidentemente no debe ser así.” [sic] 
 
Lo anterior es errado, por cuanto, los correos electrónicos denegados son medios formales 
adecuados para tomar contacto por la vía regular con cualquiera de los servidores que deban 
intervenir en ellos, quienes están afectos a un régimen jerarquizado y disciplinado, sumado a que 
los actos administrativos que formalmente se emitan dentro de un procedimiento administrativo serán 
parte del mismo, conforme a lo establecido por la Ley N° 18.575, sobre Bases Generales de la 
Administración del Estado y a la Ley Nº 19.880, que establece bases de los procedimientos 
administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado, y en este caso, 
los correos electrónicos que existen no son actos administrativos formalmente emitidos por 
funcionarios ni forman parte del procedimiento originado conforme con la fiscalización por la cual se 
consulta.  
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Además, la divulgación de los correos electrónicos requeridos conlleva un riesgo manifiesto de 
afectación del régimen jerarquizado y disciplinado establecido en el artículo 11 de la Ley Nº 18.575 
y afectaría en forma concreta o, al menos, con altas probabilidades el debido cumplimiento de las 
funciones del Servicio de Impuestos Internos, específicamente en lo relativo a su función 
fiscalizadora, conforme al referido artículo 21 Nº 1 de la Ley de Transparencia.  
 
Lo anterior, considerando que específicamente lo solicitado se refiere a actos de comunicación 
interna y no a antecedentes contenidos en un procedimiento administrativo, y cuyo conocimiento 
develaría comunicaciones internas entre funcionarios relativas a acciones de fiscalización en relación 
con procesos que tienen un desarrollo largo en el tiempo implicando detección de riesgos, monitoreo 
y supervisión de actos, por lo cual su divulgación afecta las funciones propias de este organismo, ya 
que su conocimiento puede facilitar el despliegue de acciones por parte de los contribuyentes que 
dificulten las acciones de fiscalización o que les permitan burlar o sustraerse de los efectos de las 
mismas, entre otras consecuencias contrarias o que dañen la función fiscalizadora de este Servicio, 
por lo que se configura la causal de denegación prevista en el artículo 21 N° 1 de la Ley N° 20.285. 
 
Entonces, es evidente que se afectarían las funciones institucionales con la entrega de los correos 
requeridos considerando que permitiría que el propio contribuyente u otros desplieguen acciones 
que dificulten, entorpezcan o inclusive burlen las acciones de fiscalización y de persecución de 
cumplimiento tributario que realice el SII, sobre todo referido a un proceso de revisión de más de MM 
$ 2.000 de pesos.  
 
De conocer como los funcionarios se han comunicado internamente vía correo electrónico podrían 
ver los focos de riesgo en que se centra el Servicio, cómo los supervisa y cómo actúa internamente 
con otras áreas, todo lo cual permitiría que el contribuyente pudiera sustraerse del cumplimiento 
tributario, haciendo ineficaz todas las acciones desplegadas formalmente en el procedimiento de 
fiscalización pertinentes, afectando las funciones del órgano requerido, específicamente en lo 
relativo a las acciones de fiscalización, considerando que es una función propia del SII y la más 
importante conforme con su Ley Orgánica y el Código Tributario, por lo cual, se configura la causal 
de reserva establecida en el artículo 21 N° 1 de la Ley N° 20.285. 
 
Además, la entrega de los correos electrónicos requeridos afectaría la función fiscalizadora del SII, 
y este Servicio debe resguardar el debido cumplimiento de sus funciones como órgano fiscalizador 
dado que se divulgarían las acciones que contempla, su análisis preliminar, ponderaciones y su 
tratamiento interno, algunos inclusive no definitivos, ya que tales pasos previos existen precisamente 
para evaluar y revisar fundamentos y razonamientos de forma previa al acto formal final emitido, lo 
cual se aplica respecto no sólo del contribuyente reclamante sino respecto a un número 
indeterminado de contribuyentes que cumplan con determinados caracteres.  
 
Consecuencia necesaria de lo anterior es que la entrega de la información solicitada junto con afectar 
el debido cumplimiento de la función fiscalizadora de este Servicio afectaría el interés fiscal, nacional 
y específicamente los intereses económicos del país atendida la naturaleza de las funciones que 
desarrolla este órgano fiscalizador con repercusiones a nivel recaudatorio, ya que es un proceso de 
revisión de más de MM $ 2.000 pesos, y porque la referida función fiscalizadora tributaria que 
desarrolla en forma exclusiva este Servicio sin duda alguna repercute directamente en la recaudación 
del país con la cual cumplirá determinados fines del Estado y la afectación de dicha función 
fiscalizadora se traducirá necesariamente en una merma en la recaudación fiscal con la consecuente 
afectación al cumplimiento de los fines del Estado al contar con un nivel menor de recursos 
económicos para ello, por lo cual, este Servicio denegó la información conforme con la causal de 
reserva establecida en el artículo 21 N° 4 de la Ley N° 20.285. 
 
Luego, creemos necesario reafirmar que el SII actúa con absoluto apego al ordenamiento jurídico al 
realizar algún procedimiento de fiscalización, en ese entendido existe un legítimo interés económico 
que merece ser tutelado y porque, además, es necesario recordar que los actos administrativos están 
revestidos de una presunción de legalidad, tal como establece el artículo 3°, inciso final, de la Ley 
N° 19.880, el cual señala: 
 
“Los actos administrativos gozan de una presunción de legalidad, de imperio y exigibilidad 
frente a sus destinatarios, desde su entrada en vigencia, autorizando su ejecución de oficio por la 
autoridad administrativa, salvo que mediare una orden de suspensión dispuesta por la autoridad 
administrativa dentro del procedimiento impugnatorio o por el juez, conociendo por la vía 
jurisdiccional.” (El destacado y subrayado es nuestro). 
 
De la alegación del solicitante, insistimos, pareciera desprenderse que ataca y busca cuestionar la 
legalidad del procedimiento de fiscalización y de su acto terminal. Pues bien, como ya hemos 
sostenido, ello es una materia de fondo, que no resolverá con la información que exista en correos 
electrónicos toda vez que solo podrá reclamar contra los actos administrativos decisorios y sus 
fundamentos. Desde luego, el contenido de un correo electrónico no es el fundamento de un acto 
administrativo terminal si dicho argumento no se contiene en el acto mismo. Entonces, si lo que 



17 

 

busca el solicitante es reclamar contra el acto puede hacerlo y tiene conocimiento de todas las 
actuaciones necesarias, conforme el SII lo ha notificado (a su representada) tal como lo establece la 
normativa tributaria.  
 
En lo pertinente y considerando las alegaciones del recurrente, cabe agregar que el contribuyente 
siempre tiene los medios formales para hacer las alegaciones de fondo contra el SII, a través de las 
presentaciones administrativas respectivas, de los recursos administrativos y reclamos judiciales 
ante el Tribunal Tributario y Aduanero competente, y eventualmente, ante la Iltma. Corte de 
Apelaciones.  
 
c.2 En lo relativo a la causal del artículo 21 N° 2 de la Ley N° 20.285. 
 
Este Servicio se vio legalmente impedido de acceder a la entrega de los correos electrónicos 
denegados porque afecta los derechos de las personas, específicamente en lo relativo a la esfera 
de su vida privada, toda vez que los correos electrónicos requeridos no constituyen por sí actos 
administrativos y no contienen un juicio, constancia o conocimiento formalmente emitido, sino que 
constituyen un canal de comunicación interna, similar a una llamada telefónica o mensaje 
interno entre funcionarios, cuyo contenido podría o no, eventualmente a futuro, plasmarse en 
un acto administrativo final, en donde conste el razonamiento oficial y formal del órgano en un 
acto decisorio, según la fundamentación que realice la autoridad en la decisión final, conforme con 
su facultad de resolver discrecionalmente, dentro de sus competencias legales y siempre de forma 
legalmente fundada, tal como ocurrió en el caso de autos.  
 
Sin perjuicio de lo anterior, cabe señalar que si lo que busca el recurrente es reclamar contra el 
eventual acto terminal del proceso de revisión al cual se encuentra sometido, es menester señalar 
que ello es una materia de fondo, cuyo conocimiento debe ser entregado necesariamente al Tribunal 
Tributario y Aduanero competente, a fin de que resuelva tal controversia conforme con los medios 
de prueba que rindan las partes en el juicio respectivo por reclamación tributaria. Luego, el 
requirente, además de la vía judicial en el Tribunal Tributario y Aduanero, tiene las vías formales 
administrativas a través de los recursos, instrumentos y procedimientos establecidos por el Código 
Tributario para pedir la revisión de los actos administrativos finales de la fiscalización, todo dentro de 
los plazos legales. 
 
Además, cabe tener presente que los correos electrónicos son un medio de comunicación privada, 
entre particulares, es un canal cerrado de comunicación que las partes han querido deliberadamente 
que conste por un canal cerrado y no abiertamente. El correo viene a ser un símil de las llamadas 
telefónicas, las que también se efectúan por un emisor y un receptor, quienes deliberadamente han 
decidido tener una comunicación privada, mediante un canal cerrado especialmente destinado al 
efecto y con un emisor y un destinatario claramente individualizados y excluyentes. De entender que 
los correos electrónicos son un medio de comunicación abierto y público, entonces, deberían 
entregarse también registros de llamadas telefónicas, chat o inclusive mensajes de whatsapp, 
telegram u otra forma o canal de comunicación cerrado y privado que puedan existir, lo cual desde 
luego no solo atenta contra la privacidad en los términos establecidos en la Ley de Transparencia, 
sino que atenta contra una garantía constitucional reconocida respecto de todas las personas, entre 
éstas también a los funcionarios públicos, cual es el respeto y protección la protección de la vida 
privada y de la privacidad de las comunicaciones.  
 
Así las cosas, es dable sostener que la entrega de los correos electrónicos solicitados configuraría 
una abierta infracción o vulneración a la vida privada y de la privacidad de las comunicaciones 
de los funcionarios involucrados y a sus comunicaciones, derechos que se reconoce 
expresamente como una garantía constitucional consagrada en el artículo 19 N° 4 y N° 5 de la 
Constitución Política de la República, al tratarse los correos electrónicos de un canal de 
comunicación privada e interna son una extensión moderna de la vida privada, al ser una 
forma de comunicación privada y personalísima que debe ser amparada por la garantía 
constitucional del derecho a la vida privada, garantía que es base y expresión de la libertad 
individual ligada a la dignidad de las personas, tal como consagran y protegen los artículos 1° y 19 
Nº 4 y Nº 5, todos de la Constitución Política de la República, enmarcándose dentro de la expresión 
comunicaciones y documentos privados que utiliza el artículo 19 N° 5 de la Constitución Política de 
la República. 
 
La referida garantía constitucional debe ser analizada en relación con la causal legal de 
reserva establecida en el artículo 21 N° 2 y N° 5 de la Ley de Transparencia. 
 
Es imperativo considerar que interceptar, abrir o registrar correos electrónicos implica un acto que 
en la práctica configura los delitos establecidos en el artículo 161-A del Código Penal, esto sean o 
no correos electrónicos institucionales, por cuanto, el legislador cuando establece tal delito 
no reconoce como excepción el caso de que tales correos correspondan a funcionarios 
públicos. La referida norma establece: 
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“Se castigará con la pena de reclusión menor en cualquiera de sus grados y multa de 50 a 500 
Unidades Tributarias Mensuales al que, en recintos particulares o lugares que no sean de libre 
acceso al público, sin autorización del afectado y por cualquier medio, capte, intercepte, grabe 
o reproduzca conversaciones o comunicaciones de carácter privado; sustraiga, fotografíe, 
fotocopie o reproduzca documentos o instrumentos de carácter privado; o capte, grabe, filme o 
fotografíe imágenes o hechos de carácter privado que se produzcan, realicen, ocurran o existan en 
recintos particulares o lugares que no sean de libre acceso al público. 
    Igual pena se aplicará a quien difunda las conversaciones, comunicaciones, documentos, 
instrumentos, imágenes y hechos a que se refiere el inciso anterior. 
    En caso de ser una misma la persona que los haya obtenido y divulgado, se aplicarán a ésta las 
penas de reclusión menor en su grado máximo y multa de 100 a 500 Unidades Tributarias 
Mensuales. 
    Esta disposición no es aplicable a aquellas personas que, en virtud de ley o de autorización 
judicial, estén o sean autorizadas para ejecutar las acciones descritas.” (El destacado y subrayado 
es nuestro). 
 
Para comprender lo anterior, debemos situarnos en la estructura del Código Penal chileno, por 
cuanto, tales artículos se encuentran dentro del Libro Segundo sobre “crímenes y simples delitos y 
sus penas”, específicamente dentro del “Título Tercero de los crímenes y simples delitos que afectan 
los derechos garantidos por la Constitución” y bajo el título “§ De los delitos conta el respeto y 
protección a la vida privada y pública de la persona y su familia”. 
 
De lo anterior, podemos desprender algunas importantes consecuencias o conclusiones: 
 
1.- Dentro de la estructura del Código Penal al regular el delito antes descrito es fácil advertir que no 
busca proteger o dejar fuera de dicha protección a un exclusivo o determinado grupo de personas, 
como sí ocurre en ciertos casos cuando el propio Código Penal dedica artículos que tienen aplicación 
exclusiva para cierto grupo de personas o que no se aplica a éstos, sino que se aplica a todas las 
personas, sean o no trabajadores, sean trabajadores del sector privado o público, etc. 
 
2.- Entonces, la prohibición que en un recinto particular o lugar que no sea de libre acceso al público, 
sin autorización del afectado y por cualquier medio, captar, interceptar, grabar o reproducir 
conversaciones o comunicaciones de carácter privado o a quien difunda tales comunicaciones, entre 
otras acciones, es una prohibición legal que aplica a los actos de funcionarios públicos, ya que la ley 
no los excluyó expresamente de tal protección, considerando como bien jurídico protegido la 
intimidad de las personas y la privacidad de sus comunicaciones, independiente de la calidad de 
funcionario público o no del sujeto. 
 
3.- Un aspecto central para el tipo penal antes descrito y de la antijuridicidad es la existencia de la 
autorización del afectado, por cuanto, contando con ella no se configura el tipo penal y tal como se 
explicará más adelante, este Servicio intentó contar con dicha autorización, sin embargo los 
funcionarios manifestaron su oposición, en tiempo y forma, conforme con el artículo 20 de la Ley de 
Transparencia. 
 
4.- Al no encontrarse la situación dentro de alguna hipótesis de excepción, solo resta concluir que 
las comunicaciones por correo electrónico de un funcionario público se encuentran garantidas tanto 
por la Constitución Política de la República como por el Código Penal y, como tal, este Servicio no 
puede sino reconocer y acatar tal protección, viéndose impedido de entregar tales correos sin la 
autorización expresa del funcionario titular, más aun considerando que éstos manifestaron 
expresamente su oposición, por cuanto, ese solo hecho implicaría afectar derechos de éstos, en lo 
relativo a la vida privada y la privacidad de las comunicaciones, reconocidos por la ley y por la 
Constitución Política de la República, sumado a que configuraría un delito reconocido y sancionado 
expresamente por nuestro Código Penal. 
 
5.- La Ley de Transparencia no tiene la especificidad ni la determinación suficientes que le exige la 
Constitución Política -y el Código Penal- para restringir el derecho que protege las comunicaciones 
vía correos electrónicos, toda vez que la Ley N° 20.285 no determina los casos ni las formas en que 
sería admisible la limitación de este derecho fundamental garantizado por el artículo 19 N° 5, de la 
Carta Fundamental. Frente a ello, la única posibilidad lógica de permitir la protección de dicha 
garantía es que la restricción de dicho derecho se efectúe en la forma establecida por el Código 
Procesal Penal, como una diligencia de investigación frente a un delito, principalmente regulada en 
los artículos 217, 218, 219, 222 y 223, entre otros, de dicho cuerpo normativo.  
 
Desde luego, en el caso de autos no estamos frente a una investigación penal que lleve adelante el 
Ministerio Público, entonces, mal podría éste solicitar excepcionalmente la autorización que puede 
entregar el juez de garantía, necesaria como control judicial previo a la afectación de un derecho 
fundamental. 
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6.- Todo lo anterior, por cuanto, tales correos electrónicos se transmiten por canales cerrados, no 
abiertos y tienen emisores y destinatarios acotados y claramente individualizados, y el hecho de que 
esos correos sean de funcionarios públicos no constituye por sí solo una justificación o autorización 
que configura una excepción de tutela al derecho fundamental. Desconocer que el funcionario, por 
el solo hecho de ser funcionario público, no podría reclamar el ejercicio de las garantías 
constitucionales antes señaladas significaría reconocer una protección desigual de la ley en el 
ejercicio de los derechos de las personas sobre la base de una diferencia arbitraria, lo cual se opone 
a las garantías constitucionales consagradas en el artículo 19 N° 2 y N° 3 de la Carta Magna.  
 
Al respecto, los citados numerales del artículo 19 de la Constitución Política de la República 
establecen: 
 
“Artículo 19.- La Constitución asegura a todas las personas: 
(…) 2º.- La igualdad ante la ley. En Chile no hay persona ni grupo privilegiados. En Chile 
no hay esclavos y el que pise su territorio queda libre. Hombres y mujeres son iguales ante la ley. 
    Ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias 
3º.- La igual protección de la ley en el ejercicio de sus derechos. 
    Toda persona tiene derecho a defensa jurídica en la forma que la ley señale y ninguna autoridad 
o individuo podrá impedir, restringir o perturbar la debida intervención del letrado si hubiere sido 
requerida. (…). 
4º.- El respeto y protección a la vida privada y a la honra de la persona y su familia, y asimismo, 
la protección de sus datos personales. El tratamiento y protección de estos datos se efectuará en 
la forma y condiciones que determine la ley; 
5º.- La inviolabilidad del hogar y de toda forma de comunicación privada. El hogar sólo puede 
allanarse y las comunicaciones y documentos privados interceptarse, abrirse o registrarse en 
los casos y formas determinados por la ley;” (El subrayado y destacado es nuestro). 
 
En este punto, resta precisar que las formas de comunicación privadas no constituyen actos 
administrativos, considerando que tales actos constituyen decisiones formales que contienen 
declaraciones de voluntad realizados en el ejercicio de la potestad pública, a diferencia de los correos 
electrónicos que son comunicaciones personales y privadas que se emiten por un canal privado con 
destinatarios delimitados entre las personas que forman parte de la administración pública, que 
facilitan el ejercicio de sus funciones propias, pero jamás tendrán el carácter o podrán ser 
considerados o reemplazar a un acto administrativo. 
 
Además, resulta imposible aplicar el principio de divisibilidad sobre la información a entregar, toda 
vez que para dicha aplicación sería necesario revisar uno a uno los correos electrónicos, no solo en 
la coincidencia de remitente y destinatario, sino que exigiría revisar con detalle y detención el 
contenido de cada una de las comunicaciones privadas sostenidas en los referidos correos 
electrónicos, a fin de determinar si se relacionan con lo pedido y si contiene información reservada 
o datos personales, es decir, la sola aplicación del principio de divisibilidad exigiría en la práctica una 
intromisión atentatoria contra la garantía constitucional de protección de la vida privada y de la 
privacidad de las comunicaciones. (ver jurisprudencia de la Iltma. Corte de Apelaciones de 
Santiago, Rol Contencioso Administrativo N° 250-2021, de fecha 12.01.2022) 
 
c.3 En lo relativo al ejercicio del derecho de oposición establecido en el artículo 20 de la Ley 
N° 20.285 
 
Además de todas las causales antes señaladas, debemos tener presente lo establecido en el artículo 
20 de la Ley de Transparencia, el cual consagra el ejercicio del derecho de oposición de los terceros 
afectados en relación con la entrega de información requerida. Este derecho se consagra respecto 
a cualquier persona que pueda verse afectada con dicha publicidad, sin que tal norma distinga si el 
afectado es funcionario público o no. Por ello, si la norma no distingue sabemos que no es lícito al 
intérprete distinguir, correspondiendo aplicar tal normal y el ejercicio del derecho de oposición que 
consagra respecto a toda persona que pueda verse afectada, siempre que haya manifestado su 
oposición con fundamento legal en tiempo y forma.  
 
En el ejercicio del derecho de oposición por parte de los terceros afectados se debe considerar lo 
establecido en la Instrucción General N° 10 del Consejo para la Transparencia, específicamente en 
el punto “2.4 Análisis de la eventual afectación de derechos de terceros, procedimiento de 
notificación y ejercicio del derecho de oposición” que en lo pertinente señala:  
 
“Este derecho de oposición del tercero deberá ejercerse por escrito, por cualquier medio incluyendo 
los electrónicos, dentro del plazo de 3 días hábiles contados desde la fecha de notificación, y 
requerirá expresión de causa, debiendo informarse en la comunicación respectiva de tales 
circunstancias. Se entenderá que existe expresión de causa cuando, además de la negativa, el 
tercero indica alguna razón o fundamento que justifique la afectación de un derecho, no siendo 
suficiente esgrimir la afectación de un simple interés. Deducida la referida oposición en tiempo y 
forma, el órgano requerido quedará impedido de proporcionar la documentación o antecedentes 
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solicitados y, por tanto, no le corresponderá analizar la pertinente o calidad de la fundamentación de 
la negativa del tercero.” [sic]  
 
Considerando todo lo anterior, el SII notificó a los terceros posiblemente afectados, a raíz de lo cual 
éstos manifestaron expresamente su negativa a la entrega de la información, en tiempo y forma, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 20 de la Ley de Transparencia, sobre la base de lo cual 
este Servicio no podía acceder a la entrega ya no solo en cumplimiento de una garantía 
constitucional y reconocida en la ley, sino que, además, en cumplimiento de un deber legal conforme 
al cual habiéndose producido la oposición en tiempo y forma el órgano requerido queda impedido de 
proporcionar los antecedentes solicitados, tal como ocurrió en la especie.  
 
d Jurisprudencia relevante sobre la protección de la privacidad de los correos electrónicos. 
 
En relación con la denegación de correos electrónicos de funcionarios públicos fundada sobre la 
base de la privacidad y afectación de la vida privada de las personas, cabe indicar que existe reciente 
jurisprudencia del Consejo para la Transparencia en causa Rol C9812-22, de fecha 05.10.2022, 
la cual fue presentada por el mismo requirente y sobre la misma materia de autos, que en lo que 
importa señaló:   
 
“(…) 16) Que, en consecuencia, los correos electrónicos se encuentran protegidos por la 
garantía contenida en el artículo 19, N° 5, de la Constitución Política de la República, lo que 
implica el deber positivo de protección de ese espacio de intimidad y, asimismo, prohíbe 
acciones u omisiones que puedan afectar el núcleo esencial de este derecho constitucional 
o su libre ejercicio, pues éstas contravendrían la seguridad que garantiza el numeral 26 del 
artículo 19 de la Carta Fundamental. 
17) Que, el órgano reclamado, para recabar la información requerida deberá revisar las 
comunicaciones electrónicas solicitadas, lo que constituiría por sí sola una invasión inaceptable de 
la intimidad personal de los titulares de los correos electrónicos. Por ende, su publicidad es 
constitucionalmente admisible únicamente en los casos y formas que prescribe la ley. En efecto, el 
propio Tribunal Constitucional ha resuelto en sus sentencias Rol N° 226-95 (considerando 47), Rol 
N° 280-98 (considerando 29) y Rol N° 1365-2009 (considerando 23) que la limitación de un derecho 
fundamental no puede ser tolerada si no está rodeada de suficiente determinación y especificidad 
como para garantizar una protección adecuada a la esencia del derecho y a su libre ejercicio, en 
este caso, el derecho a la privacidad y a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas.  
18) Que, en suma, la Ley de Transparencia no tiene la especificidad ni la determinación que 
le exige la Constitución Política para restringir el derecho que protege las comunicaciones 
vía correos electrónicos, pues no determina los casos ni las formas en que sería admisible la 
limitación de este derecho fundamental garantizado por el artículo 19, N° 5, de la Carta 
Fundamental, en función de 
resguardar al máximo posible la intimidad y la vida privada de su titular. En efecto, el Tribunal 
Constitucional en sentencia Rol N° 2246-12, recaída en recurso de inaplicabilidad por 
inconstitucionalidad, de fecha 31 de enero de 2013, razonó que: "el acceso a comunicaciones 
privadas sólo puede permitirlo el legislador cuando sea indispensable para una finalidad de 
relevancia mayor, cuando sea necesario porque no hay otra alternativa disponible y lícita, bajo 
premisas estrictas, con una mínima intervención y nunca de manera constante y continua, sino que 
de forma limitada en el tiempo y siempre de modo específico, señalándose situaciones, personas y 
hechos" (Considerando 57).  
19) Que, por consiguiente, respecto de los correos electrónicos enviados y recibidos desde 
las casillas institucionales por los ex funcionarios indicados, se configura la causal de secreto 
o reserva contenida en el artículo 21, N° 2, de la Ley de Transparencia, en relación a lo previsto 
en artículo 19, N° 4 y N° 5, de la Constitución Política de la República, y en cumplimiento de 
la atribución otorgada a esta Corporación en el artículo 33, letras j) y m), de la Ley de 
Transparencia, debiendo rechazarse el presente amparo. En virtud de lo anterior, este 
Consejo no se pronunciará sobre el resto de las causales esgrimidas por la reclamada, por 
resultar inoficioso.” 
 
 
Además, también es necesario tener especialmente presente otra reciente jurisprudencia del 
Consejo para la Transparencia, en causa Rol C3999-22, de fecha 06.09.2022, que en lo 
pertinente razonó: 
 
“(…) 10) Que, sin perjuicio de lo anterior, en relación a los correos electrónicos que formen parte del 
proceso consultado y que fueren referidos por el requirente en su amparo, cabe señalar que este 
Consejo, por mayoría dirimente, estima que, tal como ocurre con las conversaciones telefónicas, 
cartas u otros medios de comunicación audiovisuales o radiofónicos, son interacciones entre 
personas individualmente consideradas, pudiendo incluir información, ideas, opiniones o juicios de 
valor confidenciales o privados, a pesar de que aquellos se generen en el ámbito del ejercicio de la 
función pública y sin perjuicio de que sean decantados en casillas institucionales. En efecto, se trata 
de una forma de comunicación que puede abarcar una multiplicidad de situaciones humanas o, de 
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hecho, similares a las que se producen a través de las llamadas telefónicas que las personas tienen 
día a día al interior de los órganos de la administración del Estado y que no tienen la relevancia 
necesaria para justificar su publicidad en aras del control social. 
11) Que, resulta atingente tener presente que el Estado está al servicio de la persona humana y tiene 
el deber de respetar y promover los derechos fundamentales que emanan de su propia naturaleza, 
como lo señala expresamente la Constitución Política en sus artículos 1°, inciso tercero, y 5, inciso 
segundo. Por su parte, los derechos constitucionales consagrados en los numerales 4° y 5° del 
artículo 19 de la Constitución, aseguran el respeto y protección a la vida privada de la persona y su 
familia, el primero, y la inviolabilidad de toda forma de comunicación privada, el segundo, 
configurando en conjunto el ámbito de protección de la vida privada. El correlato de este estatuto 
nacional es posible identificarlo en las disposiciones del artículo 17 del Pacto Internacional de 
Derechos Políticos y Civiles y en el artículo 11 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos. 
12) Que, en este orden de ideas, la vida privada es "aquella que se ejecuta a vista de pocos, familiar 
y domésticamente, sin formalidad ni ceremonia alguna, particular y personal de cada individuo, que 
no es propiedad pública o estatal, sino que pertenece a particulares." (Silva B., Alejandro, en "Tratado 
de Derecho Constitucional", Tomo XI, Editorial Jurídica de Chile, Santiago, 2006, p. 188) Asimismo, 
"el concepto de vida privada está directamente vinculado a la ‘intimidad’, a ese ámbito en que el ser 
humano y la gente de sus afectos conviven, conversan, se aman, planifican el presente y el futuro, 
comparten alegrías y tristezas, gozan del esparcimiento, incrementan sus virtudes y soportan o 
superan sus defectos, y fomentan sus potencialidades humanas para su progreso integral, todo ello 
sin la intervención o presencia de terceros." (Evans de la Cuadra, Enrique, en "Los Derechos 
Constitucionales", Tomo I, Editorial Jurídica de Chile, Santiago, 2004, p. 212) De manera similar se 
sostiene que la vida privada es "el conjunto de los asuntos, conductas, documentos, comunicaciones, 
imágenes o recintos que, el titular del bien jurídico protegido, no desea que sean conocidos por 
terceros sin su consentimiento previo." (Cea Egaña, José Luis, en Derecho Constitucional, Tomo II 
Derecho, Deberes y Garantías, Ediciones Universidad Católica, Santiago, 2004, p. 178) En este 
sentido, resulta indudable que la garantía constitucional de la vida privada abarca también los correos 
electrónicos, a la luz de su carácter de medio de comunicación privado, según lo expuesto en éste y 
en los considerandos precedentes. 
13) Que, en el derecho comparado se ha señalado que "la existencia de una esfera privada, en la 
que los demás (poderes públicos o particulares) no pueden entrar sin el consentimiento de la 
persona, no implica solo un reconocimiento del altísimo valor que tiene la faceta privada de la vida 
humana, sino que constituye también una garantía básica de libertad: en un mundo donde toda la 
actividad de los hombres fuera pública, no cabría la autodeterminación individual. El 
constitucionalismo, así, exige diferenciar entre las esferas pública y privada y, por tanto, entre lo 
visible y lo reservado." (Diez - Picazo, Luis, Sistema de Derechos Fundamentales, Editorial Aranzadi 
S.A., Navarra, 2008, p. 297) De la misma forma y desde la óptica del derecho a la intimidad, se ha 
definido a ésta como "el derecho a no ser molestado, y a guardar la conveniente reserva acerca de 
los datos de una persona que ésta no quiere divulgar. Es el derecho a mantener una vida privada 
sin interferencias de otras personas ni del Estado, con la garantía de que estos terceros no pueden 
invadir los aspectos reservados de la vida de las personas." (Balaguer C., Francisco et. al, Derecho 
Constitucional, Volumen II, Editorial Tecnos, Madrid, 1999, p. 102) Por último, se ha afirmado que: 
"sí hay acuerdo en que el derecho a la intimidad consiste en el derecho a disfrutar de determinadas 
zonas de retiro y secreto de las que podemos excluir a los demás." (Pérez Royo, Javier; Curso de 
Derecho Constitucional, Marcial Pons Ediciones Jurídicas y Políticas S.A., Madrid, 2000, p. 395).  
14) Que, en consecuencia, los correos electrónicos son una extensión moderna de la vida privada, 
en cuanto manifiestan una forma de comunicación de carácter personalísimo, por lo tanto, deben ser 
protegidos por el derecho a la vida privada, garantía que es base y expresión de la libertad individual 
y que está íntimamente ligada a la dignidad de las personas, valores fundamentales consagrados en 
el artículo 1° de la Constitución Política de la República. 
15) Que, asimismo, los correos electrónicos se enmarcan en la expresión "comunicaciones y 
documentos privados" que utiliza el artículo 19 N° 5 de la Constitución Política de la República. Son 
comunicaciones que se transmiten por canales cerrados, no abiertos y tienen emisores y 
destinatarios acotados, y el hecho de que esos correos sean de funcionarios públicos no constituye 
por ello una excepción de tutela. En efecto, lo que se protege con esta garantía es la comunicación, 
sin distinguir si se hace por canales o aparatos financiados por el Estado. Por otra parte, no hay 
ninguna norma, ni en la Constitución ni en la ley, que pueda interpretarse para marginarlos de esta 
garantía. Si se aceptara que las comunicaciones de los funcionarios, por el hecho de ser tales, no 
están protegidas por el artículo 19 N° 5 de la Carta Fundamental, cualquiera podría interceptar, abrir 
o registrar esas comunicaciones, o cualquiera otra que se generara al interior de la Administración 
del Estado, como podría ser una comunicación telefónica. Eso sería peligroso no solo para los 
derechos de los ciudadanos, sino eventualmente también para el interés nacional y la seguridad de 
la Nación. 
16) Que, la doctrina comparte lo anteriormente expuesto. En efecto, se ha señalado que el numeral 
5° del artículo 19 "comprende la protección de la correspondencia o de mensajes epistolares, 
telegráficos, telefónicos, radiales, por télex o por otros medios, que la técnica haga posible ahora y 
en el futuro." (Vivanco, Ángela, Curso de Derecho Constitucional, Tomo II, Santiago, Ediciones 
Universidad Católica, 2006, p. 365) Y, reafirmando el tema, se ha sostenido que "no cabe duda 



22 

 

alguna que el correo electrónico es un medio de comunicación persona a persona, que permite el 
desarrollo de diálogos comunicativos privados entre remitente y destinatario(s), de manera tal que 
se encuentra amparado por las normas del bloque constitucional de derechos humanos que 
conforman el sistema de garantía y protección de la inviolabilidad de las comunicaciones." (Álvarez 
Valenzuela, Daniel, "Inviolabilidad de las Comunicaciones Electrónicas", en Revista Chilena de 
Derecho Informático N° 5, Universidad de Chile, Santiago, 2004, p. 197). 
17) Que, lo anterior encuentra su fuente en las Actas de la Comisión de Estudios de la Nueva 
Constitución. En efecto, a fin de ampliar la protección que proporcionaba el artículo 10 N° 13 de la 
Constitución de 1925, la Carta Fundamental vigente se refiere a "comunicaciones privadas" a 
sugerencia del comisionado Guzmán, quien señaló que con el término correspondencia 
"generalmente se está apuntando solamente al correo en el sentido que le da el Diccionario y no a 
todo tipo de comunicaciones. Y, precisamente, derivando de esta búsqueda de lo genérico, desea 
sugerir a la Comisión si acaso el término más adecuado no fuera el de "comunicaciones privadas", 
porque comunicaciones cubre todo acto, no solo los que existen hoy, sino los que pueden existir 
mañana." (Actas Oficiales de la Comisión Constituyente, Sesión 129, 12 de junio de 1975, p. 10) En 
igual sentido, el comisionado Silva Bascuñán señaló que la nueva redacción pretende cubrir "toda 
forma de comunicación intelectual y espiritual entre dos individuos proyectados el uno hacia el otro, 
por cualquier medio que esté dentro de las posibilidades técnicas del país y de la sociedad." (Ídem, 
p. 4). 
18) Que, la jurisprudencia del Tribunal Constitucional sobre la materia ha sido especialmente 
protectora de ambas garantías. La Magistratura Constitucional ha destacado que "el respeto y 
protección de la dignidad y de los derechos a la privacidad de la vida y de las comunicaciones, son 
base esencial del desarrollo libre de la personalidad de cada sujeto, así como de su manifestación 
en la comunidad a través de los grupos intermedios autónomos con que se estructura la sociedad." 
(Sentencia del Tribunal Constitucional, Rol N° 389, de 28 de octubre de 2003, considerando 19) 
Enfatizando "el ligamen que existe entre la dignidad de la persona y el ejercicio de este derecho 
esencial (19 N° 5), pues la inviolabilidad de las comunicaciones privadas debe ser considerada una 
extensión, lógica e inevitable, sobre todo en la vida moderna, del carácter personalísimo o reservado 
que tienen ellas como base de la libertad individual y su proyección en los más diversos aspectos de 
la convivencia". Asimismo, ha sostenido que los correos electrónicos se enmarcan perfectamente 
dentro de la expresión "comunicaciones y documentos privados" que utiliza el artículo 19 N° 5 de la 
Constitución Política de la República, pues "son comunicaciones, que se transmiten por canales 
cerrados, no por canales abiertos, y tienen emisores y destinatarios acotados. Por lo mismo, hay una 
expectativa razonable de que están a cubierto de injerencias y del conocimiento de terceros. En nada 
obsta a lo anterior el que no sea muy dificultoso interceptarlos o abrirlos." (Sentencia Rol N° 2153, 
de 11 de septiembre de 2012, considerando 42) 
(…) 20) Que, con fecha 3 de marzo de 2021, la Corte de Apelaciones de Santiago rechazó el 
Reclamo de Ilegalidad presentado en contra de la decisión del amparo Rol C8017-19, razonando 
que "la Constitución Política de la República, consagra derechos constitucionales en los números 4° 
y 5° del artículo 19, asegurando el respeto y protección de la vida privada de la persona y su familia, 
y la inviolabilidad de toda forma de comunicación privada, configurándose un estatuto constitucional 
de protección de la vida privada (...) en atención al marco legal referido, claro es para esta Corte, 
que los correos electrónicos cuya publicidad se pide, corresponden a comunicaciones privadas, se 
trata de mensajes específicos y determinados entre personas también determinadas, que sólo 
pueden acceder a ellos, los titulares de los correos; constituyendo actualmente una forma de común 
ocurrencia de comunicación entre los individuos".  
21) Que, desde la perspectiva de la historia de la ley, en particular el proyecto de ley que modifica la 
ley N° 20.285, Sobre Acceso a la Información Pública (boletín N° 12.100-07), lo expuesto en la 
Sesión 148ª Ordinaria, de 15 de octubre de 2019, de la Comisión de Constitución, Legislación, 
Justicia y Reglamento de la Honorable Cámara de Diputados, que declaró inadmisible por 
inconstitucional la indicación sustitutiva a dicho proyecto de ley, presentada por el Honorable 
Diputado Sr. Leonardo Soto Ferrada, por medio de la cual se pretendía consagrar la publicidad de 
los correos electrónicos de los funcionarios públicos. 
22) Que, dicha declaración de inadmisibilidad cobra relevancia para la adecuada interpretación que 
esta disidencia ha dado a la publicidad de dichos correos electrónicos, especialmente desde la 
perspectiva del elemento histórico de interpretación de la ley, consagrado en el artículo 19 del Código 
Civil, norma que indica, en lo pertinente, que para interpretar una expresión oscura de la ley, se 
puede recurrir a su intención o espíritu, claramente manifestado en la historia fidedigna de su 
establecimiento. De ahí entonces que dicha declaración de inadmisibilidad con ocasión de un 
proyecto de ley es trascendente, particularmente porque de conformidad a lo establecido en el inciso 
2° del artículo 24 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, no pueden 
admitirse indicaciones contrarias a la Constitución Política y precisamente la idea de hacer públicos 
los correos electrónicos de los funcionarios públicos, vulnera el contenido esencial del artículo 19 N° 
5 de la Constitución Política, razón más que suficiente para declarar inadmisible aquella indicación. 
Lo anterior refuerza la interpretación de estos disidentes, en línea con lo resuelto de la misma forma 
por los tribunales superiores de justicia y por el Tribunal Constitucional. 23) Que, en efecto, los 
correos electrónicos se encuentran protegidos por la garantía contenida en el artículo 19 N° 5 de la 
Constitución Política de la República, lo que implica el deber positivo de protección de ese espacio 
de intimidad y, asimismo, prohíbe acciones u omisiones que puedan afectar el núcleo esencial de 
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este derecho constitucional o su libre ejercicio, pues éstas contravendrían la seguridad que garantiza 
el numeral 26 del artículo 19 de la Carta Fundamental. 
24) Que, el órgano requerido, para recabar la información solicitada debe revisar las comunicaciones 
electrónicas solicitadas, lo que constituiría por sí sola una invasión inaceptable de la intimidad 
personal de los titulares de los correos electrónicos. Por ende, su publicidad es constitucionalmente 
admisible únicamente en los casos y formas que prescribe la ley. En efecto, el propio Tribunal 
Constitucional ha resuelto en sus sentencias Rol N° 226-95 (considerando 47), Rol N° 280-98 
(considerando 29) y Rol N° 1365-2009 (considerando 23) que la limitación de un derecho 
fundamental no puede ser tolerada si no está rodeada de suficiente determinación y especificidad 
como para garantizar una protección adecuada a la esencia del derecho y a su libre ejercicio, en 
este caso, el derecho a la privacidad y a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas.  
25) Que, en suma, la Ley de Transparencia no tiene la especificidad ni la determinación que le exige 
la Constitución Política para restringir el derecho que protege las comunicaciones vía correos 
electrónicos, pues no determina los casos ni las formas en que sería admisible la limitación de este 
derecho fundamental garantizado por el artículo 19 N° 5 de la Carta Fundamental, en función de 
resguardar al máximo posible la intimidad y la vida privada de su titular. En efecto, el Tribunal 
Constitucional en sentencia Rol N° 2246-12, recaída en recurso de inaplicabilidad por 
inconstitucionalidad, de fecha 31 de enero de 2013, razonó que "el acceso a comunicaciones 
privadas sólo puede permitirlo el legislador cuando sea indispensable para una finalidad de 
relevancia mayor, cuando sea necesario porque no hay otra alternativa disponible y lícita, bajo 
premisas estrictas, con una mínima intervención y nunca de manera constante y continua, sino que 
de forma limitada en el tiempo y siempre de modo específico, señalándose situaciones, personas y 
hechos." (Considerando 57). 
26) Que, por consiguiente, a juicio del Presidente don Francisco Leturia Infante y la Consejera doña 
Natalia Gonzalez Bañados, y, en consecuencia, por mayoría dirimente de los miembros de esta 
Corporación, se configura, respecto de los correos electrónicos enviados y recibidos de las casillas 
institucionales de los funcionarios que intervinieron en el proceso que se consulta, la causal de 
secreto o reserva contenida en el artículo 21 N° 2 de la Ley de Transparencia, en relación a lo previsto 
en artículo 19 Nos. 4 y 5 de la Constitución Política de la República, y en cumplimiento de la atribución 
otorgada a esta Corporación en el artículo 33 letras j) y m) de la Ley de Transparencia.” 
 
Además, sobre la afectación en particular de garantías constitucionales mediante la entrega de 
correos electrónicos de funcionarios públicos, cabe tener presente el criterio plasmado en la 
sentencia del Excmo. Tribunal Constitucional, Rol 6136-19, la cual en lo pertinente razonó: 
 
“(…) VIGÉSIMO: Que los correos electrónicos se enmarcan perfectamente dentro de la expresión 
"comunicaciones y documentos privados" que utiliza el artículo 19 N° 5° de la Constitución. Estos 
son comunicaciones, que se transmiten por canales cerrados, no por canales abiertos, y tienen 
emisores y destinatarios acotados. Por lo mismo, hay una expectativa razonable de que están a 
cubierto de injerencias y del conocimiento de terceros. En nada obsta a lo anterior el que no sea muy 
dificultoso interceptarlos o abrirlos.  Nada más simple que abrir una carta.  Pero desde hace 
doscientos años, nuestras constituciones han  procurado precaver  esa  invasión.  El correo no 
necesita ir encriptado o con técnicas  de cifrado  para recibir la protección del artículo 19 N° 5°. El 
amparo está  dado  por el hecho de llevarse a efecto por un mecanismo técnico cerrado (STC 
2246/2012, 2153/2013); 
VIGÉSIMO  PRIMERO: Que   no   cambia   la  naturaleza  de   comunicación privada,  el  que  los  
correos   emanen  de  funcionarios  públicos.  En  primer  lugar, porque, como ya se indicó, lo que 
se protege con esta  garantía es la comunicación, no si el mensaje  es público o privado, o si se hace 
por canales  o aparatos financiados por el Estado. En segundo lugar, no hay ninguna norma ni en la 
Constitución  ni en la ley  que   pueda    interpretarse  para   dejarlos   al   margen    de   esta   garantía.  
Si aceptáramos que las comunicaciones de los funcionarios, por el hecho de ser tales, no están  
protegidas por el artículo 19  N° 5°, cualquiera  podría  interceptar, abrir o registrar   esas   
comunicaciones.  Eso  sería   peligroso   para   los  derechos  de   los ciudadanos, para el interés  
nacional y la seguridad  de la nación, dada  la información que por ahí circula; y contrario  al sentido 
común. En tercer  lugar, nada cambia  por el hecho de que el funcionario utilice un computador 
proporcionado por la repartición, una red que paga el Estado y una casilla que le asigna el organismo 
respectivo. 
Desde  luego,  porque  nadie  diría que  las conversaciones telefónicas, por el hecho de realizarse  
por un teléfono que proporciona  el servicio, cuya interconexión cancela el mismo, pueden  
escucharse, grabarse y/o difundirse. 
Enseguida,  el  Estado  pone  a disposición  de  los funcionarios una  serie  de bienes  que  pueden   
usarse  con  distintos  propósitos.  Una  serie  de  bienes  de  la modernidad  que   se   ponen   a  
disposición   de   los  funcionarios  no  pueden   ser interpretados con  los criterios  de  antaño, 
definidos  para otros  bienes.  Lo que  se debe    prevenir   siempre  es   el   mal   uso,   porque   eso   
afecta    la  probidad.  El cumplimiento  de  la  finalidad   de  la  Administración   ("promover el bien 
común, atendiendo las necesidades públicas en forma continua y permanente y fomentando el 
desarrollo del país") así lo exige. 
Además,   hay  que   considerar  que   cabe   un   uso   legítimo   de   mensajes personales ineludibles. 
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;

También  hay que considerar  que el correo electrónico  no es solamente un flujo de ida,  donde   el  
emisor   es  el  funcionario,   pues  también    hay  correos   donde   el funcionario  es destinatario. Y 
eso  él no lo controla.  Tampoco  el emisor  de estos correos puede verse expuesto a eventuales 
obligaciones propias del destinatario. 
La regla  general,  entonces, es  que,  salvo  prohibición  expresa,  las casillas institucionales   pueden   
usarse  para  comunicaciones  personales   o  privadas  (STC2246/2012 y 2153/2013) 
VIGÉSIMO SEGUNDO: Que la segunda  razón por la cual consideramos que el  precepto  
impugnado vulnera  el 9 N° 5 de  la Constitución,  es que  la Ley N° 20.285 no se ajusta a los 
estándares que la Constitución  establece para acceder a las comunicaciones privadas. 
La Ley N° 20.285 no constituye uno de los "casos y formas determinados por la ley" que  permiten  
interceptar, abrir o registrar  comunicaciones y documentos privados asociados a ellas. Así se 
razonó, entre otras, en las STC Roles N° 2246/2012 y 2153/2013; 
VIGÉSIMO TERCERO: Que, en síntesis, estas  razones son, primer lugar, que nada apunta  a que 
la intención del legislador con la Ley N° 20.285 fuera  levantar  la inviolabilidad de las 
comunicaciones. El  procedimiento que diseña esta  ley está construido   para  acceder  a  actos  
administrativos,  resoluciones,   informes, documentos, que  pueden  hacerse  públicos.  Es un 
procedimiento genérico, susceptible de utilizarse en situaciones distintas.  Ello choca con que la 
Constitución exige "casos  y formas  determinados". También, con que el Consejo para la 
Transparencia es un órgano público, regido por el principio de legalidad, con potestades expresas y 
acotadas (STC 892/2011). 
En segundo lugar, no tendría  sentido  que nuestro  legislador se hubiera preocupado de establecer 
estrictas condiciones  para acceder  a comunicaciones y documentos privados cuando  investiga  un 
delito o una conducta antimonopólica, que contempla incluso la autorización  judicial, si cualquier  
ciudadano, sin invocar interés alguno, pudiera acceder a esos mismos antecedentes si estuvieran  
en manos de un funcionario, por la vía de la Ley N° 20.285. Si permitiéramos el uso de esta  ley para 
tal efecto,  estaríamos perforando un sistema  que da garantías a todos  en su funcionamiento. 
En tercer lugar,  el legislador,  de  manera paciente, coherente y consistentemente, ha ido diseñando 
un sistema  para levantar la inviolabilidad a que se refiere el artículo 19 N° 5 de la Constitución.  La 
invocación del artículo 8° de la Constitución  no nos parece un argumento suficiente  para retroceder 
en ese diseño, pues la publicidad que establece tiene  como  límites los derechos de las personas, 
entre  los cuales se encuentra el artículo 19 N° 5; 
VIGÉSIMO CUARTO: Que, en relación a lo anterior,  no puede  perderse  de vista que  conforme  a 
la jurisprudencia  de esta  Magistratura  (STC Roles N° 226, considerando 47°i N° zSo, considerando 
29 y 365, considerando 23°, entre  otras), la limitación de un derecho fundamental no puede  ser 
tolerada si no está  rodeada de  suficiente  determinación y especificidad  como  para  garantizar una  
protección adecuada a la esencia  del derecho y a su libre ejercicio, en la especie,  el del N° s, del 
artículo   9, de  la Constitución. La aplicación  de  los  preceptos  reprochados  no satisface lo anterior. 
 
Idéntico razonamiento al anterior plasmó el Excmo. Tribunal Constitucional Rol 5841-18, 
especialmente en lo relativo a sus considerandos décimo sexto al vigésimo primero, principalmente.  
 
Por otro lado, resulta pertinente recordar lo razonado por la Contraloría General de la República, en 
relación con la calificación de la causal de reserva que un órgano público invoque conforme a la Ley 
de Transparencia, la cual, en el Dictamen Nº 43.358 de 2017, en lo pertinente, señaló: 
 
“(…) Asimismo, la jurisprudencia administrativa ha señalado que la calificación de una información 
en una de las hipótesis de secreto o reserva indicadas en el mencionado artículo 21 de la Ley de 
Transparencia, por su naturaleza, es un asunto que debe ponderar el organismo que tiene en su 
poder los antecedentes pertinentes (aplica entre otros, los dictámenes N°s. 68.293, de 2009, y 
48.604, de 2013). 
Pues bien, considerando que el anotado principio de transparencia admite ciertas excepciones, como 
la que puede afectar a los antecedentes tributarios –cuestión que compete calificar al propio SII-, y 
dado que la aludida circular N° 43 reconoce esos aspectos, no se advierte que ese instrumento 
contravenga dicho principio rector.” [sic] 
 
 
 
 
4.- SOLICITUD DEL CONSEJO PARA LA TRANSPARENCIA. 
 
El Consejo, en su Oficio N°E18731 de 24.08.2023, ha solicitado a esta parte referirse expresamente 
a diversos aspectos, lo que hacemos a continuación: 
 
“(1°) se refiera, específicamente, a las causales de secreto o reserva que, a su juicio, harían 
procedente la denegación de la información reclamada, detallando cómo la entrega dicha 
información afectaría el debido cumplimiento de las funciones del órgano que usted representa; (2°) 
detalle cómo la entrega del informe de fiscalización y resolución peticionada afectaría el interés 
nacional; (3°) explique cómo lo solicitado, particularmente los correos electrónicos peticionados, 
afectaría los derechos de los terceros; (4°) acompañe todos los documentos incluidos en el 
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procedimiento de comunicación a los terceros, incluyendo copia de las respectivas comunicaciones, 
de los documentos que acrediten su notificación, de las oposiciones deducidas y de los antecedentes 
que dan cuenta de la fecha en la que éstas ingresaron ante el órgano que usted representa; y, (5°) 
proporcione los datos de contacto por ejemplo: nombre, dirección, número telefónico y correo 
electrónico-, de los terceros que se opusieron a la entrega de la información, a fin de dar aplicación 
a los artículos 25 de la Ley de Transparencia y 47 de su Reglamento.” 
 
Tal como ya se señaló al formular los descargos del amparo interpuesto, y solicitamos tener por 
reproducidos en este punto todos los argumentos descritos y detallados en el cuerpo de estos 
descargos más arriba, este Servicio debía denegar parte de la información, de conformidad a las 
causales legales de reserva establecidas en el artículo 21 Nº 1 y N° 2 de la Ley Nº 20.285, tal como 
se razonó en el punto “3. DESCARGOS Y OBSERVACIONES DEL ÓRGANO RECURRIDO” en lo 
relativo a “C.1 En relación con la información entregada y las causales de reserva de 
información”; “C.2 En lo relativo a las causales del artículo 21 N° 1 y N° 4 de la Ley N° 20.285”; 
“C.3) En lo relativo a la causal del artículo 21 N° 2 de la Ley N° 20.285” y En lo relativo al 
ejercicio del derecho de oposición establecido en el artículo 20 de la Ley N° 20.285.” 
 
En lo relativo a las causales legales de reserva, este Servicio señaló que la entrega de la información 
afectaría las funciones del órgano, especialmente la función fiscalizadora del cumplimiento tributario, 
conforme con lo establecido en el artículo 21 Nº 1 de la Ley de Transparencia, ya que el 
conocimiento de los documentos de mero trámite requeridos, a saber,  el Informe de Fiscalización 
emitido por la fiscalizadora del Servicio de Impuestos Internos, doña Sandra Pinochet, la Resolución 
pendiente de firma enviada por Loreto Acuña a Ramón Vargas Caceres, jefe del departamento de 
fiscalización de la Dirección Regional Santiago Centro del Servicio de Impuestos Internos y los 
correos electrónicos solicitados develaría las comunicaciones internas entre funcionarios relativas a 
acciones de fiscalización en relación con procesos que detallan detección de riesgos, monitoreo y 
supervisión de actos, cuya publicidad facilitaría el despliegue de acciones por parte de los 
contribuyentes que dificulten las acciones de fiscalización o que les permitan burlar o sustraerse de 
los efectos de las mismas.  
 
Tales acciones vendrían a dificultar, entorpecer o inclusive burlar las acciones de fiscalización y de 
persecución de cumplimiento tributario del SII, ya que los fiscalizados conocerían como los 
funcionarios se han comunicado internamente vía correo electrónico sobre acciones de fiscalización, 
detallando brechas y focos de riesgo en que se centra el Servicio, cómo los supervisa y cómo actúa 
internamente con otras áreas, todo lo cual permitiría que el contribuyente pudiera sustraerse del 
cumplimiento tributario, haciendo ineficaz todas las acciones desplegadas formalmente en el 
procedimiento de fiscalización pertinentes, afectando las funciones de fiscalización del SII. 
 
Complementando lo anterior, al afectarse la función fiscalizadora de este Servicio 
consecuencialmente se afectarían los intereses económicos del país con repercusiones a nivel 
recaudatorio, por cuanto, sin duda alguna parte importante de la recaudación fiscal con que cuenta 
el Estado para cumplir con las necesidades de la sociedad y los fines de sus programas se financian 
con los recursos públicos que se original producto de fiscalizaciones que desarrolla el SII, en conjunto 
con la labor recaudatoria que luego continúa la Tesorería General de la República respecto a los 
actos de fiscalización tributaria en los cuales el Servicio de Impuestos Internos ha emitido giros 
susceptibles de ser perseguidor por la entidad recaudadora fiscal.   
 
La afectación de la función fiscalizadora traería como consecuencia la afectación de la recaudación 
fiscal, repercutiendo en el cumplimiento de los fines del Estado al contar con un nivel menor de 
recursos económicos para ello, por lo cual, se configura la causal del artículo 21 N° 4 de la Ley        
N° 20.285. 
 
Además, en lo relativo a los correos electrónicos, este Servicio debió denegarla fundado sobre la 
base de que ésta al encontrarse contenida en correos electrónicos de funcionarios se trata de 
información reservada, amparada en el artículo 21 N° 2 y N° 5 de la Ley de Transparencia en 
relación con la protección a la privacidad y a la vida privada que establece el artículo 19 N° 5 de la 
Constitución Política de la República, ya que con su publicidad se afectarían no solo los derechos a 
la privacidad e intimidad del remitente y destinatario de los correos electrónicos, sino que sus 
garantías constitucionales sobre la privacidad, intimidad y vida privada, así como la privacidad de 
sus comunicaciones, sumado a que tal revisión -sin la autorización del funcionario- configuraría un 
delito regulado por nuestro Código Penal, según se explicó latamente en el cuerpo de estos 
descargos. 
 
Complementando lo anterior, como hemos venido sosteniendo, los correos electrónicos, como 
formas de comunicación privadas, emitidas por canales cerrados entre particulares, y no constituyen 
actos administrativos, considerando que tales actos son decisiones formales que contienen 
declaraciones de voluntad realizados en el ejercicio de la potestad pública, en cambio, los correos 
electrónicos son comunicaciones personales y privadas emitidas por un canal privado, con 
destinatarios delimitados entre las personas que forman parte de la administración pública, que 
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facilitan el ejercicio de sus funciones propias, pero jamás tendrán el carácter o podrán ser 
considerados o reemplazar a un acto administrativo.  
 
Por otro lado, tal como hemos argumentado, resulta imposible que este Servicio aplique el principio 
de divisibilidad sobre la información solicitada, toda vez que para ello sería necesario revisar uno a 
uno los correos electrónicos, no solo en la coincidencia de remitente y destinatario, sino que exigiría 
abrir y revisar con detalle y detención el contenido de cada una de las comunicaciones privadas 
sostenidas en los referidos correos electrónicos, para así determinar si se relacionan con lo pedido 
y si contiene información reservada o datos personales. Concluimos, entonces, que la sola aplicación 
del principio de divisibilidad importaría una intromisión atentatoria contra la garantía constitucional 
de protección de la vida privada y de la privacidad de las comunicaciones.  
 
Conforme con todo lo anterior, este Servicio debió denegar la información solicitada conforme con 
las causales legales de reserva del artículo 21 N° 1, N° 2, N° 4 y N° 5, todos de la Ley de 
Transparencia.  
 
Además, este Servicio realizó el procedimiento establecido en el artículo 20 de la Ley N° 20.285, a 
resultas de lo cual los terceros afectados manifestaron su oposición, en tiempo y forma, por lo cual 
de igual modo este Servicio tenía prohibido realizar la entrega de los correos electrónicos solicitados.  
Ahora, en lo relativo a lo solicitado en los puntos 3) y 4) del Oficio, cabe señalar que se acompañan 
en otrosí de esta presentación todos los documentos del procedimiento realizado conforme con el 
artículo 20 de la Ley de Transparencia, en los cuales, precisamente, constan los nombres y correos 
electrónicos de los funcionarios de este Servicio, sin perjuicio de lo cual en cumplimiento de lo 
ordenado por vuestro Consejo se informa los siguientes datos de contacto: 
 
1. Nombre funcionario: Loreto Acuña Verdugo 
Dirección postal:  
Correo electrónico:  
 
2. Nombre funcionario: Ramón Alejandro Vargas Caceres 
Dirección postal: 
Correo electrónico:  
  
POR TANTO, 
 
SOLICITO AL CONSEJO, tener por presentadas las observaciones y descargos al amparo C7322-
23, deducido por don Ángel Fantuzi Guiloff, en representación de Sunedison Chile Construction 
Spa, en contra del Servicio de Impuestos Internos y, en su mérito, sea rechazado en todas sus partes 
en consideración a los argumentos de hecho y de derecho esgrimidos anteriormente. 
 
PRIMER OTROSÍ: De conformidad con lo dispuesto en los artículos 17 N° 1, 34 y 45, todos de la 
Ley N° 19.880 y de acuerdo con los artículos 1°, 2° y 35 de la Ley N° 20.285, solicito que me sean 
notificados por carta certificada todos los actos de instrucción que se dicten por el Consejo y sus 
órganos a causa o con ocasión del presente reclamo. 
 
SEGUNDO OTROSÍ: Pido al Consejo tener presente que la recepción del Oficio N° E18731 del 
24.08.2023, de la Jefa Unidad de Análisis de Admisibilidad y SARC del Consejo para la 
Transparencia se verificó con fecha 24 de agosto de 2023, según consta en correo electrónico 
remitido a este Servicio por vuestro Consejo.  
 
TERCER OTROSÍ: Sírvase tener por acompañados los siguientes documentos justificativos de lo 
expuesto: 
 
- Copia de la Resolución Exenta N° LTNot0024714, de fecha 23.06.2023, otorgada por este Servicio 
en respuesta a la solicitud de información del recurrente en autos. 
 
- Copia del Oficio N° E18731 del 24.08.2023, de la Jefa Unidad de Análisis de Admisibilidad y SARC 
del Consejo para la Transparencia, recepcionado por este Servicio por correo electrónico de fecha 
24 de agosto de 2023, correo cuya copia se acompaña. 
 
- Copia de todos los documentos que constan en el procedimiento de oposición realizado por este 
Servicio en relación con la solicitud Folio AE006W50024714, esto es:  

a) 2 oficios de oposición remitidos como terceros afectados a los siguientes funcionarios: 1) 
Loreto Vargas Acuña y 2) Ramon Alejandro Vargas Caceres. 

b) 2 correos electrónicos en los cuales se remitieron los 2 oficios de oposición a los funcionarios 
antes referidos y 

c) 1 oposiciones presentadas en su calidad de terceros afectados por la siguiente funcionaria: 
Loreto Vargas Acuña.  
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CUARTO OTROSÍ: Solicito al Consejo tener por acreditada mi personería, teniendo presente y por 
acompañada copia de la Res. Ex. SII N°71, de 19.07.2016, en que se delegó en el Subdirector de 
Asuntos Corporativos la facultad de representar al Servicio de Impuestos Internos en los reclamos 
que se ventilen ante el Consejo para la Transparencia, copia de la Resolución TRA. N°246/49/2023, 
de 31.08.2023, que designa titular en el cargo de Subdirector de Asuntos Corporativos a don Juan 
Apablaza Gallardo. 
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